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El presente trabajo investigativo pretende hacer un análisis sobre las prácticas 
colusorias que se realizan entre agentes económicos y que restringen la 
libertad de competencia y causan perjuicios a los mercados, afectando a su vez 
a los consumidores. Así mismo, analizar la colusión horizontal como práctica 
restrictiva de la competencia en Nicaragua, ya que dicha práctica constituye 
una de las más dañinas para la economía y el bienestar social. 
Dichas prácticas se encuentran reguladas por nuestra legislación bajo la ley 
601, Ley de Promoción de la Competencia, la cual ha adoptado los modelos de 
doctrinas internacionales, siendo así una de las más modernas y completas a 
nivel centroamericano 
En el primer capítulo de esta monografía se hará una breve reseña histórica de 
de la evolución e importancia del estudio sobre las prácticas horizontales, ya 
que estas han sido concebidas por la doctrina como las más dañinas y 
perjudiciales para la economía.  
En el segundo capítulo, se abordara de manera general los acuerdos 
colusorios,  y en el tercer capítulo se realizará un análisis de las prácticas 
horizontales existentes en la legislación nicaragüense, mas la regulación con 
más experiencia de otras legislaciones.  
Así mismo señalar otras normas que están vinculadas al tema y que de alguna 
manera regulan de forma indirecta este tipo de prácticas.  
Cabe señalar que esta investigación monográfica pretende ampliar los 
conocimientos del lector de este documento, ya que en nuestro país el tema 
sobre el Derecho de Competencia ha sido poco explorado y es por tal razón 
que vale la pena profundizar sobre las prácticas colusorias horizontales, debido 








• Analizar las prácticas anticompetitivas que surgen de los acuerdos 
colusorios entre los agentes económicos competidores. 
 
Objetivos Específicos  
 
• Definir los tipos de conductas que limitan la competencia a raíz de los 
acuerdos colusorios horizontales que las empresas lleven a cabo. 
 
• Determinar los elementos característicos de los acuerdos colusorios. 
 
 

























 1. Antecedentes Históricos del derecho de competencia. 
 
1.1. Origen y evolución.  
El estudio de la competencia se remonta a épocas históricas de gran relevancia 
para la humanidad. Muchos autores han pretendido ubicar sus orígenes en 
distintas etapas de nuestra historia, ya que en un principio su concepto 
económico no encajaba en lo que hoy en día conocemos como el derecho a la 
competencia.  
Al hacer un estudio sobre su origen los juristas han identificado cuatro fases 
importantes que pueden ser consideradas como las más acertadas, la primera 
fase comprende desde los siglo XV hasta el XVII (Gutiérrez Rodríguez, J.D., 
Castro Gaitán, C., Fandiño Reyes, C., Garavito Pérez, P., Jaramillo Vidales, N., 
Rico Sandoval, L., 2006), conocidos también como la edad media y moderna, 
en donde los mercados se encontraban bajo el dominio de los gobiernos. En 
esta época se desarrollaron un conjunto de ideas políticas y económicas en las 
que los gobiernos dominaban y querían mantener el control absoluto del 
comercio de sus naciones. 
 El intervencionismo estatal, ocurre a causa de la gran influencia que los 
mercaderes tenían en la economía, pues en palabras del profesor Orúe Cruz 
(2008) quien cita a J.K. Galbraith se afirma que los grandes mercaderes podían 
constituir o ser el gobierno mismo, debido a la gran injerencia y poder 
económico que tenían éstos en el mercado. A todo este proceso de 
intervención y dominio de los mercados estatalmente, se le denominó 
mercantilismo y nace como un sistema proteccionista de los Estados, en donde 
uno de los objetivos principales era mantener la unificación de los mercados y 
propiciar las exportaciones de sus productos en vez del de las importaciones, 
ya que se sugería que los Estados impusieran barreras arancelarias que 
dificultasen la salida de productos y así mantener el dominio del mercado a lo 
interno.  
Las primeras medidas que se logran evidenciar durante esta etapa, es en el 
reinado del Rey Henry III en Inglaterra, cuando se aprueba una ley que fijaba 
los precios del pan y la cerveza, luego en 1623, durante el reinado de Jaime I, 
se aprobó en el parlamento una ley de monopolios, conocida también como 
´´Statutes of Monopolies´´(Guillem Briones,2010)  y en Francia, Luis XIV dictó 
ordenanzas para controlar la actividad mercantil del comercio marítimo y 
terrestre, lo cual demuestra que desde esa época ya existían abusos y 
prácticas en contra del mercado.  
La segunda fase se da a finales del siglo XVIII, con la revolución francesa, la 
cual proclamaba la libertad de industria y comercio para todos, dejando atrás 
toda práctica que impidiese la liberación de la economía. La declaración de 
derechos del hombre y del ciudadano en 1789, logra que se le reconozcan 
principios de igualdad, propiedad y libertad a los hombres, permitiendo así, 
acabar con los privilegios que existían en el antiguo régimen.  
 El economista Adam Smith considerado como el padre del libre mercado, se 
destacó en esta época por aportar y defender la teoría de ´´laissez faire, laissez 
passer, le monde va de lui même ´´, que es una expresión francesa que 
significa dejar hacer, dejar pasar, el mundo va sólo y en la cual se pretendía 
que hubiese una intervención mínima, por parte de los Estados, para que éstos 
no se involucraran en los asuntos económicos, pues Adams suponía, la 
existencia de una mano invisible que era capaz de controlar el mercado sin la 
necesidad que los gobiernos impusiesen o limitasen la competencia.  
´´La visión de Smith, acerca del proceso económico, refleja que éste poseía 
una confianza absoluta en que el libre juego de los mecanismos económicos, 
expresado en el mercado, asegurará el progreso y el bienestar general, debido 
a que se presenta una armonía natural entre los intereses del empresario 
individual y los de la sociedad.´´ (Monserrat Rosser, 1988) citado por (Orúe 
Cruz, 2008, P.17). De acuerdo a esta idea, es necesario que se deje la libertad 
del mercado a los empresarios para que éstos puedan competir en él, pues al 
querer posicionar sus productos y ofrecerlos al público en busca de 
incrementos económicos, se verán obligados a beneficiar al consumidor 
brindándole productos de calidad y a un buen precio.  
En la práctica se demostró que al dejar la economía en manos de los 
comerciantes, sin más intervención del Estado que para asuntos públicos y al 
desaparecer las corporaciones, gremios y controles administrativos, el libre 
mercado y la igualdad de competencia, no era tan cierto, pues la voracidad de 
los mercaderes por obtener el mayor lucro posible, los hacía valerse de 
cualquier medio que fuese en contra de promover la libre competencia. Es por 
tal razón que Pérez Bustamante (1999) citando a Garrigues afirma que ´´ de la 
lucha por el cliente se había pasado a la lucha contra el cliente. El régimen de 
la libre competencia se había devorado así mismo, resucitando la plaga secular 
de los monopolios.´´ (P. 19)   
 
 Aunque ya Smith, había reconocido que sus ideas podían tener 
imperfecciones, los estudiosos de esta corriente han concluido que este 
comportamiento es el que produce menos efectos dañinos en el sistema 
económico.   
 
La tercera fase del Derecho de competencia, es común que muchos estudiosos 
de la materia la ubiquen en Estados Unidos, específicamente para el año 1890, 
pero lo cierto es que un año previo a esta ley, ya se había creado en Canadá, 




Es en 1889 que se crea ´´ The Act for the Prevention and Suppression of 
Combinations formed in Restraint of Trade´´, que se traduce como Ley para la 
prevención y supresión de combinaciones formadas para restringir el comercio, 
en la cual se pretendía dar  una solución a las prácticas de fijación de precios y 
la organización que se daba entre las empresas para crear acuerdos colusorios 
que afectasen el mercado. La regulación que brindaba esta ley, fue realmente 
insuficiente, pues sólo contemplaba un mínimo de prácticas que afectaban la 
competencia, es por eso que no tuvo tanta relevancia como la Sherman Act.  
El nacimiento de la competencia moderna ha sido ubicado a partir de la Ley 
Sherman, pues ésta, es reconocida formalmente como una de las precursoras 
en materia de defensa de la competencia y a su vez la que brinda los 
elementos necesarios para que en Europa se fomentaran políticas de 
competencia, siendo Alemania una de los primeros países en su regulación.  
 
La última etapa en la que se desarrolla el derecho de competencia la podemos 
identificar en la década de los noventa, pues a causa de la globalización 
económica mundial, las normas de competencia, no pueden desligarse de tres 
vertientes jurídicas fundamentales: (Gutiérrez Rodríguez, J.D et al, 2006)  
 
1. La liberación de los mercados de productos y servicios. 
2. Los procesos de  privatización de empresa y servicios públicos o 
estatales. 
3. La desregularización pausada de sectores tradicionalmente 
manejados por los gobiernos. 
 
La globalización, abrió las fronteras del comercio para todos los países y dio 
como resultado que los productos y servicios sean ofrecidos al mejor postor, 
bajo los principios económicos de la oferta y la demanda, en la que se podrá 
tener una diversidad de precios y productos. Al privatizar las empresas de 
servicios públicos estatales, se abre la oportunidad para que nuevos 
inversionistas entren a los países y desarrollen mejores productos que 
satisfagan las necesidades de los consumidores, en estos últimos años se han 
realizado procesos de privatización y desregularización de la telefonía, las 
aerolíneas, la energía, entre otros.  
 
Cabe señalar que, para el buen funcionamiento de estos procesos se tuvo que 





1.2. Ley Sherman. 
 
En los Estados Unidos de América, la liberalización de los mercados abrió paso 
a que unidades empresariales, se dedicaran a eliminar a sus demás 
competidores haciendo uso de prácticas desleales y abusivas en contra de la 
competencia. La posición de dominio y las concentraciones de mercado, dio 
como resultado monopolios que atentaban con la economía de este país, que 
para esos momentos era uno de los mercados más importantes del mundo. 
(Zullita Fellini & Perez Miranda S.F.). Los primeros problemas se comienzan a 
dar, cuando un grupo de agricultores y granjeros se ven afectados por las 
compañías de ferrocarriles que transportaban sus productos, la industria de 
ferrocarril, se había coludido y estaban abusando de la posición que tenían en 
el mercado como un medio de transporte.  Tras varios intentos del Common 
law por dar una solución a ésta y otras prácticas que se daban, es que nace la 
ley antitrust o conocida también como ley Sherman.  
 
Fue propuesta por el senador Sherman en el año 1889, ante el congreso y 
aprobada el 2 de julio de 1890 bajo el titulo: ´´ An act to protect trade and 
commerce against unlawful retraints and monopolies´´(Orúe Cruz, 2008. p. 51), 
la cual significa ´´ley para proteger tratados y comercio en contra de las 
restricciones ilegales y los monopolios.´´ Los artículos contemplados en esta 
ley, estaban dirigidos a frenar los acuerdos y abusos que los monopolios 
privados estaban causando en la economía de los Estados Unidos, siendo así 
la sección 1 y 2 las disposiciones sustantivas de la ley. 
 
La sección primera se encarga de regular sobre la prohibición general de 
acuerdos restrictivos de la competencia y que literalmente dice:  
 
 ´´Todo contrato, combinación en la forma de confianza o de otra 
forma que fuere, o conspiración que restrinja el comercio o las 
transacciones entre varios estados, o con países extranjeros será 
declarado ilegal ´´ 
 
En la segunda sección se encuentra la prohibición general de los monopolios y 
que cita:  
 
´´ Se considera que cualquier persona que monopolice, o intente 
monopolizar, o que se reúna o conspire con otra persona o varias, 
para monopolizar parte del comercio o de las transacciones entre 
varios estados, o con países extranjeros, es culpable de una falta 
y al ser sentenciado, a discreción del tribunal, se le impondrá una 
multa que no podrá pasar de cinco mil dólares, o una pena de 
cárcel que no podrá pasar de un año, o ambas sanciones´´(Orúe 
Cruz, 2008: 52). 
 
 
Como es evidente, las dos secciones que conformaban y regulaban las 
prácticas anticompetitivas en la ley Sherman,  son de un orden muy general, lo 
cual ha llevado a concluir a muchos autores que sus disposiciones son 
ambiguas y sujetas a  múltiples interpretaciones, pues no deja claro,  ni 
profundiza sobre las prácticas que serán sancionadas. Es importante destacar 
que, en la ley Sherman las conductas restrictivas constituyen delitos que son 
sancionadas penalmente con la privación de libertad para quien los causare. 
(Guillem Briones, 2010, p.  20) 
 
1.3. Ley Clayton. 
 
  La ley Clayton o ´´Clayton Antitrust Act´´ surge posteriormente a la ley 
Sherman y logra complementar los vacíos y oscuridades que la primera deja, 
ya que no se definía con certeza cuales eran las prácticas ilegales. En 1914, se 
aprueba esta ley y logra sancionar prácticas específicas, que limitasen la 
competencia, dentro de éstas se encuentran la discriminación de precios, los 
contratos de exclusividad, las fusiones y adquisición de empresas que 
acapararan el mercado y a su vez impidiesen la competitividad.  
 
 
Su contenido puede ser resumido en tres apartados:  
1) Prohibición de ciertas prácticas restrictivas de la competencia, 
distintas de los acuerdos de trust. 
2) Expresión de los medios legales para impedir la realización de 
prácticas prohibidas.  
 3) Disposiciones laborales.  
 
Para este mismo año, se crea la Comisión Federal de Comercio (Federal Trade 
Comission) que tiene como fin,  supervisar y promover la libre competencia del 
mercado, bajo los mecanismos de investigación y exploración de prácticas que 
estuviesen afectando la economía. (Orúe Cruz, 2008). Tanto la Sherman Act y 
Clayton Act son leyes que conforman el actual Antitrust Law de los Estado 
Unidos de Norteamérica.  
 
 
1.4. Unión Europea. 
   
El Tratado de Roma, fue creado en 1957 y establece  lo que se conocía como 
la comunidad europea. La reforma de  este tratado firmado en  Lisboa en 
Diciembre del 2007 y que entro en vigor el primero de Diciembre de 2009,  
instituye una nueva denominación para la integración regional,  cambiando de 
Tratado de Unión Europea a Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 
(TFUE). Se dice que en este tratado, se da el comienzo del derecho de 
competencia para la Unión Europea, ya que se encuentran disposiciones que 
eliminan los obstáculos de libre comercio de bienes y servicios que promueven 
la competencia dentro de la comunidad, basándose principalmente en la 




 El tratado contiene reglas de competencias específicas, que deben cumplir 
tanto las empresas como los Estados miembros, mismas que se encuentran 
determinadas en los artículos 2, 3 inc. g, y especialmente 101 y 102 del TFUE. 
Los artículos 101 y 102 del tratado son el eje del derecho de competencia de la 
Unión Europea, pues en el primero se especifican las prácticas restrictivas y en 
el segundo se plantean los casos en se representa el abuso de posición de 
dominio. 
 
 Artículo 101 numeral 1 dice textualmente: Serán incompatibles 
con el mercado común y quedarán prohibidos todos los acuerdos 
entre empresas, las decisiones de asociaciones de empresas y 
las prácticas concertadas que puedan afectar el comercio entre 
los estados miembros y que tienen por objeto o efecto impedir, 
restringir o falsear el juego de la competencia dentro del mercado 
común y, en particular, los que consistan en: 
 
a) Fijar directa o indirectamente los precios de compra o de venta u 
otras condiciones de transacción; 
b) Limitar o controlar la producción, mercados, desarrollo técnico o 
inversiones; 
c) Compartirse los mercados o las fuentes de aprovisionamiento. 
d) Aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales a 
prestaciones equivalentes, que ocasionen a éstos una desventaja 
competitiva. 
e) Subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los 
otros contratantes, de prestaciones suplementarias que, por su 
naturaleza o según los usos mercantiles, no guarden relación con 
el objeto de dichos contratos. 
 
El numeral 2 señala que los acuerdos o decisiones prohibidos por el 
presente artículo serán nulos de pleno derecho.  
 
En el numeral 3 del mismo artículo 101  indica: No obstante, las 
normas del numeral 1 pueden declararse no aplicables a: 
 
a) Cualquier acuerdo o categoría de acuerdos entre empresas, 
b) Cualquier decisión o categoría de decisiones de asociaciones 
de empresas, 
c) Cualquier práctica concertada o categoría de prácticas 
concertadas, que contribuyan a mejorar la producción o 
distribución de los productos o fomentar el progreso técnico o 
económico y reserven al mismo tiempo a los usuarios una 
participación equitativa en el beneficio resultante, y sin que: 
 Impongan a las empresas interesadas restricciones que no sean 
indispensables para lograra estos objetivos; 
 Ofrezcan a dichas empresas la posibilidad de eliminar la 
competencia respecto de una parte sustancial de los productos de 
que se trate. 
 
• El artículo 102 del mismo tratado plantea: Sera incompatible con el 
mercado común y quedará prohibida, en la medida en que se pueda 
afectar al comercio entre los Estados miembros, la explotación abusiva, 
por parte de una o más empresas, de una posición dominante en el 
mercado común o en una parte sustancial del mismo. Tales prácticas 
abusivas podrán consistir, particularmente en:  
a) Imponer directa o indirectamente precios de compra o venta u 
otras condiciones de transacción no equitativas; 
b) Limitar la producción, el mercado o el desarrollo técnico en 
prejuicio de los consumidores; 
c) Aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para 
prestaciones equivalentes, que ocasionen a éstos una desventaja 
competitiva; 
d) Subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los 
otros contratantes, de prestaciones suplementarias que, por su 
naturaleza o según los usos mercantiles, no guarden relación 
alguna con el objeto de dichos contratos.  
 
Cabe señalar que, no todas las disposiciones se encuentran dentro del estatuto 
de la Unión Europea, sino que éstas están establecidas también en Protocolos 
de Mercados Internos y de Competencia que tienen a su vez la misma fuerza 
legal del tratado en sí. Pero para el análisis de dichas reglas se hace necesaria 
la interpretación desde los principios del mismo tratado, cuando en los primeros 
artículos del cuerpo legal determina que: 
 
 1) Se establece un mercado común, y una unidad económica y monetaria bajo 
la implementación de políticas comunes, el desarrollo sostenible de actividades 
económicas, altos niveles de empleo y protección social, y un alto grado de 
competitividad y convergencia de actuaciones económicas. (Artículo 2) 
 2) Se asegura un sistema de no distorsión de la competencia a lo interno de 
los mercados.  (Artículo 3 inc. g) 
 3)  Las actividades estarán guiadas bajo el principio economía de mercado 
abierta y  de libre competencia. 
 4) Se prohíben los acuerdos o decisiones de asociaciones de empresas o las 
prácticas concertadas que tengan por objeto la restricción de la competencia.  
La referida implementación de una unión económica y monetaria, tiene una 
influencia significativa en el proceso de competitividad, pues este depende de 
que los consumidores reciban la información adecuada para tomar una 
decisión racional, y la unificación de la moneda en este aspecto contribuye a 
solucionar cualquier conflicto que pudiese surgir de la comparación de los 
precios según el cambio de la moneda. (Whish, 2009) 
Después de la reforma del 2007 al estatuto de Roma, se establecen diferentes 
instituciones que son las encargadas de velar por el cumplimiento de las leyes 






1.5. Centroamérica.  
 
1.5.1. Costa Rica. 
A diferencia de los Estados Unidos y Europa, Centroamérica es relativamente 
nueva en el tema del Derecho de Competencia, pues es hasta en los años 90´s 
cuando se tienen las primeras nociones sobre la materia. En este sentido Costa 
Rica es el primer país en la región en poseer una ley de defensa de la 
competencia, en 1994, fundamentada en el principio constitucional de libre 
competencia. 
La ley No. 7472, ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del 
Consumidor nace en virtud de las exigencias del mercado internacional, el cual 
promovía la incursión de los países latinoamericanos en el mercado global. Es 
en este momento en que los gobernantes de Costa Rica, logran identificar la 
oportunidad y de esta forma dejar las políticas de intervención y proteccionismo 
económico, para incentivar la competitividad en la explotación de sus recursos. 
Así mismo se bajaron los aranceles, se reformó el sistema de pensiones, se 
modernizo el sistema financiero, y el funcionamiento de las aduanas y los 
puertos. (Gutiérrez Rodríguez, J.D et al, 2006). 
 
 El órgano encargado de velar y supervisar las prácticas que se apliquen en el 
mercado, es la Comisión para Promover la Competencia (COPROCOM), 




No muy distinto a lo ocurrido en Costa Rica, se promulga en 1996, la Ley de 
Competencia, años más tarde en el 2007, se hace una reforma a la misma y se 
le cambia de denominación, conociéndose hoy en día como Ley No. 45, Ley 
que dicta normas sobre protección al consumidor y defensa de la competencia 
y otra disposición. Esta ley, ya no será aplicable solamente para las empresas 
que pretendan crear monopolios o efectuar cualquier conducta que afecte el 
mercado, sino que también estará a cargo de regular las prácticas que afecten 
a los consumidores, por medio de los órganos especializados en la materia. La 
autoridad encargada de sancionar las conductas anticompetitivas es la 
Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor, CLICAC. 
(Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, 2011). 
 Es importante señalar que, el sistema que ocupa Panamá para sancionar 
estas prácticas, difiere mucho de los demás países centroamericanos, ya que 
lo hace por medio de órganos judiciales. 
 
1.5.3. El Salvador. 
El Salvador es otro de los países que ha hecho avances en materia del 
derecho de competencia, pues al pretender abrir su mercado al mundo, ha 
tenido que desarrollar nuevas normas proteccionistas que brinden seguridad a 
su economía.  
Según datos indicados por Gutiérrez Rodríguez, J.D et al (2006) el proceso de 
regulación de la libre competencia en el Salvador se inició en la década de los 
noventa, aunque ya se conocían las primeras prohibiciones de construir 
monopolios desde la Constitución de la República de 1886.  
 
Otro de los avances que se dan en este país para el año 1992, es la expedición 
de la ley de protección a los consumidores, pues ya en estos momentos el 
legislador procuraba promover leyes que ayudasen a fomentar la eficiencia de 
los mercados. Esta ley marca en la legislación Salvadoreña las primeras 
definiciones de monopolio y oligopolio, pero éstas lamentablemente no 
causaban ningún tipo de repercusión para los destinatarios de la norma. 
 
Tras nueve años de pasar en gestión legislativa es que nace la Ley de 
Competencia de El Salvador, aprobada en el año 2004, por medio del Decreto 
Legislativo Nº 5283. Por disposición expresa de la ley, ésta entró a regir a partir 






La ley de Honduras, Ley para la Defensa y promoción de la competencia fue 
aprobada mediante decreto legislativo No. 357-2005 con fecha de 04 de 
febrero de 2006. Es una de las más nuevas sobre materia de competencia, ya 
que al igual que los demás países, se vio en la necesidad de crear normas de 
competencia que fomentasen y brindasen seguridad a todas las personas 
deseosas de invertir en el país. 
 
Dicha ley crea el órgano rector conocido como Comisión para la defensa de la 
Competencia que será el encargado de velar por el bienestar y aplicabilidad de 
la ley. La Comisión será una institución administrativa con autonomía funcional 




El proceso de formación de la ley en Nicaragua, ha sido uno de los más lentos 
a nivel centroamericano, ya que para lograr aprobar la ley en materia de 
competencia se debió recorrer un largo camino. Según Orúe Cruz (2008) sobre 
esta ley no hubo un verdadero proceso de consulta a los diversos sectores 
económicos, a las autoridades del Poder Ejecutivo, ni a los diputados de 
nuestra nación, lo que es considerado para él, un desperdicio de oportunidad 
en lograr formar una ley que asegurara la transparencia a través del adecuado 
contenido en sus artículos.  
Durante el año 1998, el Ministerio de Fomento Industria y Comercio se encargo 
de impulsar las disposiciones administrativas que regulaban la actividad 
económica, con énfasis en promover la libre competencia, la eficiencia y 
defensa de los derechos del consumidor, creando para ello la Dirección 
General de Competencia y Transparencia en los Mercados (DGCTM). (Instituto 
de Promoción de Competencia, 2010). Esta dirección, no contaba con la 
regulación necesaria para aplicar las sanciones debidas a quienes estuviesen 
realizando conductas contrarias al libre mercado.  
En este mismo periodo Nicaragua sufrió grandes cambios económicos, pues 
estaba siendo objeto de importantes acuerdos internacionales en materia de 
comercio, lo cual impulsó a los legisladores a buscar la forma de crear una 
normativa que sirviese de respaldo y apoyo a las empresas nacionales e 
internacionales que deseaban invertir. Tras varios intentos de proyectos de ley 
es que, en octubre del año 2006 se promulga la ´´Ley 601, ley de Promoción de 
la Competencia´´, la cual entró en vigencia ochos meses más tarde, tal y como 
lo disponía la misma. Esta ley crea el Instituto de Promoción de la Competencia 
(PROCOMPETENCIA), el cual actuará como tribunal administrativo encargado 




hoy en día es el único país centroamericano, que no cuenta con una ley de 
competencia que regule las prácticas y abusos de las empresas en el mercado. 
Se conoce que sus legisladores han hecho varios intentos por sancionar leyes 
que beneficien y ayuden a estabilizar la economía de dicho país, pero los 
resultados no han sido satisfactorios. 
Los únicos cuerpos legales que apenas incluyen algunas disposiciones y 
restricciones sobre prácticas anticompetitivas y competencia desleal son la 
constitución, el código de comercio y el código penal. ´´La regulación dada en 
materia de derecho de la competencia es de carácter criminal, lo cual se 
contradice con la evolución moderna que ha tenido el derecho de la 





2. Conceptos  
2.1. Competencia. 
 
En un comienzo la competencia no era concebida de otra forma que no fuese 
bajo términos estrictamente económicos, con la evolución que ha tenido este 
concepto se ha podido ordenar dentro del contexto jurídico y crear así, una 
definición legal de la competencia, que regula las conductas externas de los 
empresarios y a su vez fomenta el bienestar de la economía. (Illescas Ortiz, 
2003). 
 
La competencia bajo términos muy generales supone la coincidencia o 
concurrencia de dos individuos en alcanzar una misma cosa o resultado, ya 
que ambos luchan por conseguirlo al mismo tiempo. Esta coincidencia es el 
resultado del deseo que cada individuo tiene por alcanzar determinado objetivo 
y que en el proceso por conseguirlo se tienen que enfrentar. 
 
Desde una perspectiva económica se puede decir que es ´´la rivalidad que 
pone a un agente económico incluso involuntariamente, contra los demás, en la 
tentativa, que todos ellos persiguen, de asegurarse las condiciones más 
ventajosas para sí.´´ (Ricossa, 2007) De este concepto se puede interpretar 
que desde un aspecto puramente económico, la competencia supone la 
multiplicidad de empresas y oferentes que se encuentran en el mercado y que 
se valen de distintos medios para alcanzar más y mejores ganancias para sus 
empresas. 
 
Si existe realmente competencia en el mercado, las acciones que realicen 
individualmente cada uno de los agentes económicos no podrá modificar de 
manera significativa los precios, de tal forma que la lucha que los empresarios 
tengan por atraer a clientes a través de los principios económicos, de la oferta y 
la demanda, los podrá beneficiar, sin tener que causar cambios en la 
economía.  
 
Citando a Franceschelli, Boseta Pont (2002) conceptúa a la competencia como 
´´ la situación en la que se encuentra actual o potencialmente dos o más 
empresarios que, operando en el mismo ámbito de mercado, ofrecen bienes o 
servicios susceptibles de satisfacer, incluso con medios (bienes o servicios) 
diferentes, la misma necesidad, y que se encuentran en una situación de 
conflicto de interés frente a la clientela. ´´ (p. 159) 
El diccionario de Derecho Comercial (Valleta Ediciones. 2000 P. 97) define a la 
competencia como un ´´concurso de ofertas y de precios en el que los esfuerzo 
de una o más partes que actúan independientemente, para obtener la 
preferencia de una tercera en los términos más favorables. La libertad de 
acción y el afán de beneficio personal son dos aspectos básicos, en cuanto una 
persona o una empresa obtienen ganancias superiores a lo normal, otros 
individuos o empresas ingresan al mercado de tal manera que abaratan el 
producto y redistribuyen las ganancias.´´ 
Vicént Chuliá (2004, p .44) define a la competencia económica como, “el 
esfuerzo humano por mejorar las condiciones de oferta y/o demanda de bienes 
o servicios, disputándose una misma clientela y/o proveedores contra 
competidores. Ésta a pesar de constituir en sí misma una forma de enemistad 
es considerada, cada vez más, como un bien jurídico digno de protección, por 
que estimula a los sujetos económicos a superarse y fomenta la optima 
asignación de recursos, en el marco objetivo del mercado´´ 
 
Por otro lado la Unión Europea ha brindado una definición  acerca de la 
competencia en la cual indica que  puede ser  una situación del mercado en 
que los vendedores de un producto o servicio luchan de forma independiente, 
por una clientela de compradores para alcanzar un objetivo empresarial 
concreto, por ejemplo unos beneficios, unas ventas o una mayor cuota de 
mercado. 
 
Según Hassan Qaqaya, director de Políticas de Competencia y Protección de 
Consumidor de la UNCTAD, en un trabajo presentado en el  foro de 
Competencia llevado a cabo en Nicaragua el 28 de julio del dos mil diez, señala 
que la competencia es: 
 
El proceso por el cual agentes económicos realizan actos en un 
determinado mercado de acuerdo a sus propios intereses, tratando de 
conseguir objetivos preferenciales y posiciones específicas. La rivalidad 
es una característica importante de la competencia. Los que sean 
mejores en adaptarse frente a estas presiones son los que sobrevivirán 
en el mercado.  
Los parámetros competitivos son categorías, las cuales pueden ser: 
precio, calidad, cantidad, condiciones de envío, servicio, marketing, entre 
otros.  
 
La competencia será entonces, la libertad que tienen los agentes económicos 
de ofrecer y dirigir sus productos a determinados sectores de la sociedad, 
usando e implementando independientemente tácticas económicas que 
atraigan al consumidor final. 
 
Cabe señalar que, dentro de todas las definiciones encontradas sobre 
competencia, la rivalidad es un denominador común, jugando ésta un papel 
importante, pues demuestra el ingenio que las empresas ocupan para que sus 
productos sean los más adquiridos en el mercado. Mientras más rivalidad 
exista, mayor independencia y beneficio para la economía habrá. Considero 
que este concepto presentado por Qaqaya, reúne de manera sucinta y precisa 
los puntos esenciales de la competencia, pues hace un breve análisis de los 
objetivos y características de ésta. De igual forma la competencia económica 
ha sido relacionada a la libertad de empresa, la cual estaré abordando en los 
siguientes acápites de este capítulo, junto a los conceptos de competencia 
perfecta e imperfecta. 
 
3. Competencia Perfecta e Imperfecta. 
 
La teoría neoclásica, ha querido representar el funcionamiento de los mercados 
en base a teorías de competencia perfecta e imperfecta, pues por medio de 
estas dos situaciones ideales extremas, es que se puede analizar los mercados 
del mundo real, tales como la competencia pura, competencia monopolística y 
el oligopolio.( Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y 
Desarrollo, 2004)  
Es importante destacar que el nacimiento de estas dos teorías surge como 
respuesta a la búsqueda de un equilibrio que se debía hacer dentro de los 
mercados, pues como se demostrará en este estudio, ninguna de las dos 
teorías podrá ser aplicada a la perfección. Tanto la competencia perfecta como 
imperfecta podrán indicar cuando el libre mercado conduce a una estructura 
competitiva o no. 
Para mejor comprensión de estas dos teorías, estudiaremos a continuación las 
características y supuestos de comportamiento que cada una sugiere a las 
empresas que se encuentran en ellas.  
  
3.1. Mercado de Competencia Perfecta.  
 
Para muchos esta teoría de competencia puede parecer una utopía o un simple 
ideal de mercado, debido a que su aplicación es muy difícil para la realidad en 
que vivimos. No es posible que haya una competencia tan perfecta, cuando en 
la práctica se ha demostrado que la voracidad que tienen los agentes 
económicos por tener el poderío económico, causa efectos negativos en otras 
empresas y en la economía.  
 
3.1.1. Concepto.   
 
 
La competencia perfecta se da en un mercado cuando existen muchos 
vendedores y compradores sin que ninguna de las partes tenga influencia 
sobre el precio del producto. (UNCTAD, 2004).  
 
La definición de competencia perfecta nos indica que tendrá que haber una 
multiplicidad de empresarios, que estén dispuestos a ofrecer sus productos, a 
precios establecidos por el mercado, esto debido a que la cuota que tienen no 
es tan alta como para ejercer influencia sobre el precio.  
 
Un ejemplo de ello puede darse cuando el consumidor, quiere comprar 
determinado producto que normalmente se conoce la variabilidad de su precio, 
en los supermercados, pulperías, distribuidoras y demás lugares en donde lo 
comercializan, pero cuando otro agente económico pretende entrar al mercado 
e incrementar el precio que el mismo juego de mercado ha dado, el consumidor 
seguirá optando por los otros vendedores que si mantengan los precios, y el 
último agente que ha intentado entrar a competir no podrá percibir beneficios, 
de tal forma que, el producto que desea vender deberá de ajustarse al precio 
ya establecido en el mercado. De esta situación la libertad de elección del 
consumidor  no se restringe,  ya que como cliente tiene la opción de decidir 
dónde comprar su producto.  
  
Para que pueda existir competencia perfecta en un mercado tendrá que 
contarse con las siguientes características necesarias. 
 
1. Un número plural de oferentes motivados por su interés personal y que 
actúan para maximizar su utilidad. 
2.  Un número plural de compradores que también están motivados por el 
interés personal y que actúan para maximizar su utilidad.  
3.  Los vendedores sólo pueden reaccionar pasivamente ante un precio 
determinado por el mercado. 
4.  Los bienes ofrecidos son homogéneos o estándar. 
5.  Tanto compradores como vendedores tienen información completa 
sobre los precios, los productos y las transacciones. 
6.  No hay barreras de entrada ni de salida en el mercado para los 
consumidores y productores. 
7.  Ningún vendedor es suficientemente grande para afectar el precio 
mediante el incremento o el decrecimiento de su producción, es decir, 
los agentes económicos son simples tomadores de precios. (Miranda 




Para mayor comprensión de las características anteriormente señaladas, 
realizaré un análisis que indique la funcionalidad de cada una de ellas.  
En el caso de la primera y segunda característica, el que haya una pluralidad 
de oferentes y compradores es importante para el mercado, ya que cualquier 
acción que realicen no afectara los precios, es decir, que ninguno de los 
compradores o vendedores posea la gran importancia en el mercado como 
para influir en el. Ejemplo de esto puede ser, que cierto vendedor decida 
reducir la cantidad de producción de determinado producto y que esta acción 
realizada no surta efectos negativos en la economía, ya que ese porcentaje 
que él ha dejado de producir pueda ser cubierto por los demás vendedores. 
Otro caso podría ser, que la participación de un vendedor grande de productos 
químicos y la del mayor comprador de estos productos representen para el 
mercado una parte mínima, ya que todos los agentes económicos deberán ser 
considerados como pequeños comerciantes en relación con la totalidad del 
mercado. Cabe señalar que el actuar de estos vendedores y compradores 
deberá ser de forma independiente, sin que ninguno influencie a los demás o 
se pongan de acuerdo.  
  
 
La tercera característica se refiere a la aceptación por parte de los vendedores 
al asumir un precio que ya ha sido establecido por el mercado y no por ninguna 
otra influencia externa de algún agente económico. Lo anterior se debe a que 
hay muchos agentes económicos en el mercado, los cuales no ejercen mucha 
presión y a la hora de establecer el precio la interacción que existe entre la 
oferta y la demanda es la que lo proporciona. Generalmente a la libre 
competencia se le conoce como un mundo de precio- aceptantes, ya que el 
precio está dado simplemente por el mercado. (Gregory N,  p.125). 
La cuarta característica es sobre los bienes homogéneos o estándares 
ofrecidos en el mercado, esto significa que los compradores no pueden 
diferenciar el producto ofrecido por los vendedores al considerarlos iguales, es 
decir, que en el mercado existan unidades de productos que sean idénticos a 
todos los demás que se comercializan en él. Esta característica trae como 
beneficio la libertad de adquisición que tendrán los compradores de poder 
elegir a quien comprar, pues todos en el mercado ofrecen el mismo producto. 
Se considera que la quinta característica es una de las más importantes, ya 
que el poder de información que puedan tener compradores y vendedores les 
será de beneficio para saber cuáles serán los posibles cambios en el mercado. 
La información que los vendedores obtengan, ayudará a conocer cuáles son 
las preferencias de sus clientes y a conocer el precio que éstos están 
dispuestos a pagar por el producto, de igual forma pasa con los consumidores 
que conocerán a qué precio desean los oferentes vender su producto. 
En el caso de la sexta característica las barreras de entrada y salida no serán 
impedimento para la competencia, pues ellas pretenden que el mercado se 
maneje por sí solo, sin que los gobiernos ni las empresas que ostenten poder 
estén poniendo barreras legales o económicas a todo aquel que pretenda 
entrar a competir a un determinado sector económico. Las barreras serán 
eliminadas de cualquier instrumento normativo que impida por cualquier motivo 
la conformación de una empresa, esto significa que habrá total libertad, para 
que nadie impida la entrada o salida del mercado. Una empresa que comience 
a operar en el sector azucarero podrá salirse cuando lo estime conveniente 
pues si considera que sus beneficios no son tan altos, podrá retirarse del 
mercado sin ninguna dificultad. La entrada y salida del mercado de las 
empresas será de forma inmediata y basándose en sus intereses económicos.  
La séptima característica se interrelaciona con todas las anteriores, pues como 
ya se había mencionado, ninguna empresa en el mercado puede tener el 
control absoluto ni la suficiente importancia en él como para influir sobre el 
precio. El derecho de competencia perfecta se centra entonces en que ninguna 
empresa o consumidor tendrá el poderío para realizar cambios en los precios, 
pues sus acciones deben ser totalmente independientes.  
Si todo lo anteriormente expuesto se aplicase verdaderamente en los 
mercados, podríamos asegurar una perfecta competencia entre los agentes 
económicos, ya que el motivo principal no sería la rivalidad entre las empresas, 
sino la dispersión de dominio y manipulación que los agentes económicos 
puedan estar realizando al mercado para influir sobre los precios. 
Según R. Whish (2008), de acuerdo a la teoría neoclásica de la competencia, la 
competencia perfecta busca y proporciona el bienestar máximo de la sociedad, 
ya que dentro de los beneficios que se encuentran en ella están el de los 
precios bajos, mejor producción, mayor elección por parte del consumidor y 
mayor eficiencia en el mercado.  
Al hablar de un bienestar social se pretende incluir también, el bienestar 
económico de las empresas y el de los agentes económicos del mercado, pues 
el objetivo a alcanzar, es que haya una competencia sana en la que tanto el 
consumidor como el vendedor logren obtener ganancias. En una competencia 
perfecta, cada empresa o agente económico buscará la forma de optimizar sus 
utilidades o beneficios, y en el caso de los consumidores, éstos podrán decidir 
en donde y a quien comprar sus productos.  
Esta maximización del bienestar social, solo podrá implementarse mediante 
tres condiciones que las empresas puedan adoptar, para reducir sus costes, 
mejorar la eficiencia y eficacia en el mercado.  
La asignación de eficiencia es uno de los elementos que logra crear un 
bienestar social, pues trata de fomentar la producción y ofrecer precios justos.  
 Para conseguir la eficiencia, un productor debe expandir su producción sin que 
sus costos aumenten y obtener beneficios, ejemplo de esto es,  que  una 
empresa que se dedica a la fabricación de candelas aromáticas produzca 
30.000 unidades en el mes a un precio establecido en el mercado de 40 
córdobas cada una, obteniendo así la suma de 1,200,000.00 córdobas de 
ingresos, con un coste total de 1,100,000.00. Como es evidente la empresa 
percibe ganancias de 100,000.00 córdobas mensuales, lo cual es bueno para 
la economía, ya que esta empresa aun aceptando el precio dado por  mercado 
ha reducido sus costes de producción para ofrecer un producto de calidad y 
que a su vez, sea del agrado de los consumidores, permitiendo así  generar 
ganancias a la empresa. 
 
 
Sí esta empresa, debido a la gran aceptación que ha tenido en el mercado 
decidiese aumentar su producción, pero esta acción en vez de beneficiarle le 
produjese perdidas, ya que el costo marginal o coste adicional por la unidad 
que ha producido extra cuesta más de lo que va a obtener por ella, esta 
empresa debe de dejar de producir.  
 Cuando la competencia es perfecta esta acción no debe de afectar el precio 
del mercado ni limitarlo, ya que habrán otras empresas que cubrirán la 
demanda del producto. Es por eso que el productor debe aumentar su 
producción hasta el punto en que haya un equilibrio entre su costo marginal y el 
ingreso marginal, consiguiendo así que los consumidores puedan tener los 
bienes y servicios al precio que están preparados a pagar y que a su vez el 
productor pueda mantenerse compitiendo en el mercado. (Whish, 2008) 
La segunda acción que debe ser realizada por los productores para mejorar los 
beneficios sociales, es la de eficacia productiva, la cual se refiere a que tanto 
los bienes y servicios deben de ser producidos a bajos costos, manteniendo un 
equilibrio entre el costo real y el precio, ya que el precio no puede estar muy 
por encima del costo, ni por debajo de éste. Para lograr estos costos bajos las 
empresas deberán fomentar una mayor explotación de sus recursos y del 
material necesario para la elaboración del producto. Además es necesario que 
los agentes económicos prevean que los precios ofrecidos al público no se 
excedan, ya que otro competidor puede aprovecharse y sacarlos del mercado. 
La otra herramienta necesaria a implementarse en un mercado perfectamente 
competitivo, es la de la eficacia dinámica, que consiste en la innovación de 
productos que cada empresa debe realizar. La eficacia dinámica trata de 
promover la existencia de motivaciones que inciten a los empresarios a invertir 
en tecnología e investigaciones y de tal forma desarrollar nuevos y mejores 
productos que entren al mercado a competir.  
En un mercado con competencia perfecta habrá eficacia dinámica cuando una 
empresa con la mejor y más avanzada tecnología, toma por un ligero periodo 
de tiempo la ventaja en el mercado, obteniendo así mayores beneficios 
económicos que sus demás competidores, pero cuando otra empresa de la 
competencia supera a la tecnología implementada por la primera, ésta ultima 
tomará posesión en el mercado. Este proceso de relevo se irá dando, siempre 
y cuando aparezcan empresas con nuevos e innovadores productos que 
cautiven a los consumidores.   
 
3.2. Mercado de Competencia Imperfecta. 
 
La teoría de la competencia imperfecta al igual que la competencia perfecta ha 
sido motivo de estudio por los economistas para explicar la estructura y 
eficiencia de los mercados, en el que su objetivo principal es encontrar un 




Contrario a lo estudiado sobre competencia perfecta es que aparece la 
competencia imperfecta, pues se dice que ella es consecuencia de las fallas 
del mercado que no permite la asignación eficiente de los recursos. Estas fallas 
son la presencia de externalidades, bienes públicos, problemas de información 
y otras situaciones similares. (UNCTAD, 2004). Dicho lo anterior la 
competencia imperfecta es entonces, la facultad que tienen las empresas de 
controlar los precios del mercado. 
La competencia imperfecta, engloba un sin número de mercados en donde los 
principales son el monopolio, oligopolio y la competencia monopolística. Estos 
mercados se logran diferenciar de acuerdo ´´al grado de alejamiento de la 
situación ´´limite´´ descrita por la competencia perfecta.´´ (UNCTAD, 2004. 
P.21). 
 
1.1.1. Monopolio.  
Se dice que el  monopolio, es uno de los más dañinos en el mercado y en sí es 
la expresión máxima de imperfección de la competencia, ya que sólo existe un 
único proveedor en todo el mercado y el puede imponer el precio que desee. El 
monopolio, supone que en el mercado exista un solo oferente de determinado 
producto para cubrir la demanda total de éste. Las personas que quieran 
adquirir el producto deberán pagar el precio que fije el oferente, pues no hay 
más competidores en el mercado. 
La incidencia que tiene una empresa monopolística en el mercado será dañina 
para la economía, ya que bajo el principio de oferta y demanda se puede 
reducir la producción y elevar los precios o todo lo contrario, aumentar la propia 
producción y bajar los precios para que los consumidores adquieran la totalidad 
de productos fabricados.  
 El monopolio rompe con todos los beneficios que una competencia perfecta 
puede traer, ya que no tienen que competir con nadie para ganar a los 
consumidores y los costos de producción pueden ser elevados y cobrar precios 
altos, pues muchos consumidores dejaran de gastar su dinero en ese producto 
y comprar otro que no querían. (Whish, 2006) 
Las causas que propician un modelo de mercado monopólico son: (Maturana 
Vásquez, 2003) 
a) Control de un factor productivo: Cuando una empresa ostenta 
el control absoluto sobre materias primas o elementos básicos 
para producir bienes y servicios en determinado mercado. 
b) Concesión de patentes: Las patentes de invenciones y 
propiedad industrial constituyen un derecho exclusivo de 
explotación para quien las haya creado, esto significa un cierto 
poder de monopolio, ya que estarán protegidas por un 
determinado tiempo y creara un impedimento para aquellas 
empresas que deseen entrar a competir al mercado, no sin antes 
aclarar que estas empresas podrán competir a través de 
productos sustitutos que se asemejen a la invención. La empresa 
o el titular que tenga la patente gozará de un periodo sin 
competencia.  
c) Existencia de Monopolios legales: Cuando un bien o servicio en 
la industria o el mercado es considerado de primera necesidad 
por la sociedad, el Estado prefiere que un solo productor ofrezca 
el bien o servicio, estableciendo mediante ley que la propiedad 
sea del Estado o de un privado que se encuentre regulado.  
d) Monopolios Naturales: Cuando una única empresa puede 
ofrecer el nivel de producción de la industria más eficientemente 
que un conjunto de pequeñas empresas. Esto se debe a que 
ciertas características tecnológicas implican altísimos costes fijos 
de producción y solo se pueden obtener beneficios mediante el 
aumento de producción, para que los costes medios sean 
menores.  
 
3.2.2. Oligopolio.  
El oligopolio se da cuando un número reducido de empresas, ofertan sus 
productos en el mercado. Cada una de ellas logra incidir en el precio de los 
productos, es decir, que dependiendo de la conducta que éstas adopten, serán 
las repercusiones que se den en el mercado. (Gregory, N. 2004). La forma de 
oligopolio más sencilla es el duopolio, en donde solo existen dos empresas que 
compiten en el mercado. Lo interesante que sucede con el oligopolio es que de 
él pueden surgir diversos modelos en dependencia del número de empresas, 
las características y las estrategias que éstas efectúen.  Según Gutiérrez 
Carrizo (2009) los agentes que operan dentro de un mismo mercado pueden 
crear idealmente formas de actuación, en la cual puede considerarse 
comportamiento miope a la conducta que un agente económico tome al querer 
maximizar sus beneficios ignorando el actuar y la reacción que los  demás 
tengan.  
El otro modelo es el de la mera interrelación oligopolística, en la que las 
actuaciones de los demás si son tomadas en cuanta a la hora de querer 
obtener beneficios, pues cualquier conducta que realicen podrá tener 
repercusión en los demás competidores. Ejemplo de esto se da en el mercado 
de aerolíneas, donde hay pocos oferentes y la decisión que tome una de las 
empresas de bajar las tarifas de los boletos, puede generar una batalla de 
precios o que, las demás aerolíneas tengan que seguir a la empresa y bajar 
sus tarifas también.  
Por último está el oligopolio colusivo, ya que en este modelo el proceder de los 
agentes económicos no solo está determinado por la conducta que los demás 
realicen, sino que también éstos coordinan su comportamiento con el fin de 
maximizar las ganancias y demás beneficios. De acuerdo a la doctrina este 
comportamiento coordinado puede ser explicito o tácito, dependiendo siempre 
de los mecanismos que desarrollen para obtenerlo.  
Las características fundamentales de los oligopolios se encuentran en el 
número reducido de empresas, que compiten y de los bienes ofrecidos, que 
pueden ser homogéneos o diferenciados, cuando es diferenciado es respecto a 
las marcas o a la publicidad que se le ha dado al producto. 
De lo anterior se infiere que en un mercado de oligopolio se presentan varios 
modelos, en ellos se encuentra un alto grado de interdependencia o conexión 
entre las empresas, pues las empresas pretenden predecir la actuación que 
tendrá cada una, ya que dependiendo de la decisión que tome una de ellas 
podrá afectar a las demás.   
 
3.2.3. Competencia Monopolística.  
Según Zorrilla Arena & Silvestre Méndez (1996) la competencia monopolística 
es: 
una forma de competencia que se da cuando grandes empresas 
controlan el mercado debido a que producen mercancías 
diferenciadas, de tal manera que alguna o varias de ellas pueden 
influir en los consumidores para que se prefieran sus productos con 
base a la diferenciación. La diferenciación de mercancías puede ser 
real o supuesta, tomando en cuenta el tamaño, localidad, la marca, la 
etiqueta, etcétera. Finalmente es el consumidor quien realiza la 
diferenciación, y una sola empresa puede producir mercancías 
diferenciadas con el objeto de incrementar sus ganancias. La entrada 
al mercado de competencia monopolística es relativamente sencilla 
para aquellos capitalistas que tengan los recursos necesarios y 
pueden producir mercancías diferenciadas.  
La competencia monopolística es uno de los modelos de competencia 
imperfecta que más se acerca al límite de la competencia perfecta, ya que en 
ella se encuentran un gran número de oferentes, pero con la diferencia de los 
bienes que se producen. Ninguno de los agentes económicos que 
comercializan tiene una gran cuota de mercado, lo que la aleja de la 
competencia perfecta es que los productos a venderse no son idénticos, ya que 
las características esenciales que logran diferenciarlos varían.  
En definitiva tanto la competencia perfecta como imperfecta establecen 
modelos de mercados que pueden llegar a concretarse en la práctica, pero que 
habrá que elegir y adecuarse al que más beneficie la economía, a los agentes 
económicos y a los consumidores.  
 
4. Libre Competencia.  
 
La libertad de competencia surge a causa de las medidas tomadas durante el 
triunfo de la revolución francesa, en donde los principios de igualdad, propiedad 
y libertad eran aplicados a todos los hombres. Estos principios favorecían el 
libre acceso de sujetos que deseaban realizar algún tipo de actividad 
económica, ya que podían iniciar cualquier acción mercantil o industrial y fijar 
libremente las condiciones de su ejercicio. (Boseta Pont, 2002) 
 
Según Boseta Pont (2002) la libre competencia constituye un elemento 
esencial de la economía de mercado, sistema que ha dejado de ser totalmente 
puro, para convertirse en un sistema de economía social de mercado, el cual 
reúne a los principios de propiedad privada y libre circulación económica como 
bases fundamentales (p.157). De acuerdo a esta descripción, podría afirmarse 
que Nicaragua posee un sistema de economía social de mercado, ya que 
nuestra Constitución en su título IV, Capítulo III, el artículo 44 consagra el 
principio de propiedad privada, el cual estará sujeto a limitaciones u 
obligaciones, que menoscaben el interés social. 
 
Así mismo en el título VI, capítulo I de nuestra Constitución, los artículos 99 y 
104 velan por la libertad de empresa y economía. El primero dice que el Estado 
es el responsable del desarrollo integral del país, así como también de 
fomentar y promover las formas de propiedad y de gestión económica, 
garantizando la libertad de empresa y el establecimiento de otras actividades 
económicas que se encuentren reguladas por ley. De este artículo podemos 
inferir que el Estado será el primero en fomentar la libertad de competencia en 
el mercado, para que en él, concurran varias empresas a ofrecer sus productos 
y le brinden al consumidor una gama de opciones, en las que pueda elegir la 
que más le convenga. 
 
El artículo 104 de nuestra Cn, también protege a la libre competencia, ya que 
promueve la libre iniciativa económica y garantiza el pleno ejercicio de 
actividades económicas, sin más limitaciones que las que imponga la ley. Bajo 
nuestro sistema las empresas podrán emprender nuevos negocios con toda la 
libertad, previendo siempre cumplir con todos los trámites necesarios para su 
debida acreditación y funcionamiento. El Estado de Nicaragua asegurará y 
promoverá una economía estable, para el beneficio y seguridad de empresarios 
y consumidores. 
 
En los últimos años con la introducción de políticas de competencia y libre 
juego de los mercados en la economía de los países, la tendencia que han 
tomado los Estados es la de desregularizar los mercados, fomentando así la 
incursión de empresas privadas a competir. La desregularización se refiere a la 
libertad que el Estado ha ido dando a ciertos sectores económicos, en donde 
anteriormente él tenía dominio exclusivo, para que éstos tomen su lugar y 
privaticen las empresas que antes eran públicas, promoviendo así la 
transparencia de costes y una economía eficiente.  
 
 
Cabe señalar que al referirse a la desregularización, no implica la supresión de 
normas que rijan el comportamiento económico entre los competidores, sino 
mas bien que debido a la libertad de la que gozan, se les impongan limites que 
ayuden a evitar que se cause algún daño a la economía. Al desregularizar un 
mercado los legisladores tendrán la tarea de formular leyes que den mayor 
seguridad a la sociedad y a su vez fomenten la libre concurrencia de las 
empresas al mercado, dando como resultado una economía eficiente.  
  
Para Boset Pont (2002, p.159) la libertad de competencia requiere 
necesariamente la presencia de tres elementos:  
 
a) La libertad de iniciativa: Supone que los agentes económicos puedan 
entrar al mercado sin muchas trabas, es decir, que exista un libre acceso 
a la actividad económica que deseen efectuar. 
b) Libertad para determinar las circunstancias y el modo: Se refiere a la 
libertad que debe gozar toda empresa para determinar la actividad 
económica que desea desempeñar, incluyendo así los tipos de producto, 
la calidad y la cantidad de producción.  
c) Igualdad de los competidores: Este requisito de la libre competencia 
sugiere que en el mercado exista igualdad de oportunidades y de 
regulación para cada uno de los competidores, sin importar la cuota de 
mercado que éstos gocen.  
 
De todo lo que se ha expresado anteriormente de competencia, ésta puede 
considerarse como sinónimo de libertad y de lucha, ya que el concepto de 
competencia necesariamente debe incluir la libertad que tienen los empresarios 
de competir en determinado sector económico. De esta libertad, muchos 
suponen que puede darse la situación en que un competidor cause daño a otro 
sin tener que retribuirle o indemnizarle nada a cambio y es por esta razón que 
la doctrina ha establecido un derecho subjetivo y otro objetivo a la libre 
competencia. (Orúe Cruz, 2008) 
 
 
El derecho subjetivo de la libre competencia se centra en el derecho inherente 
que toda persona  natural o jurídica, que este participando o realizando una 
actividad empresarial o en el ejercicio profesional de forma permanente u 
ocasional en el mercado, sea asistida para defenderse de cualquier perjuicio 
que le quiera causar otro competidor.  
 
Por otra parte el derecho objetivo es aquel que por medio de cuerpos 
normativos y positivizados regula la competencia del mercado, siendo éstos los 
que a su vez conforman el ordenamiento jurídico nacional. En Nicaragua 
contamos con los siguientes textos reguladores: (Orúe Cruz, 2008, p.37) 
 
1. Ley de Promoción de la Competencia. ( ley 601) 
2. Ley de Defensa de los Consumidores. ( ley 182) 
3. Código de Comercio. 
4. Ley General de Bancos, Instituciones Financieras no Bancarias y Grupos 
Financieros. ( ley 561) 
5. Ley de la Superintendencia de Bancos y de otras Instituciones 
Financieras. ( ley 316) 
6. Ley de Marcas y Otros Signos Distintivos. ( ley 380) 
7. Ley de Patentes de Invención, Modelos de Utilidad y Diseños 
Industriales. ( ley 354)  
 
El conjunto de leyes anteriormente citadas pueden incidir de forma directa en el 
actuar competitivo de los agentes económicos, ya que ellas son parte del 
derecho objetivo en la que se encuentra regulada la materia sobre 
competencia. 
 
 Es importante aclarar que todo este conjunto de leyes contienen cierta 
regulación de algunas prácticas anticompetitivas, debido a que en Nicaragua 
no se contaba con una norma que regulara especialmente la materia. 
 
 Anterior a la promulgación de la ley de Promoción de la Competencia en 
Nicaragua se intento regular por medio de estas leyes especiales algunas 
conductas anticompetitivas, siendo así el caso de la ley 182, Ley de defensa de 
los consumidores, que en su artículo 19 recoge preceptos sobre publicidad 
falsa y engañosa, las cuales constituyen un acto de competencia desleal. 
 
Así mismo la ley 354, ley de patentes de invención, modelos y diseños 
industriales, en sus artículos 121, 122 y 123 ha dejado señalado como 
principios generales actos de competencia desleal y prohibiciones a los 
mismos. De igual forma la ley 380, ley de marcas y otros signos distintivos hace 
referencia a actos vinculados sobre competencia desleal en su artículo 105. 
(Instituto Nacional de Promoción de la Competencia, 2010, p 13) 
 
Como es evidente el nacimiento de una ley de competencia era necesaria para 
la regulación de las conductas entre los agentes económicos.  
 
 
5. Derecho de Competencia.  
 
R. Whish (2009) expone que el derecho de competencia va muy de la mano 
con la economía y por eso que se pretende que, tanto abogados como 
economistas podamos trabajar conjuntamente y desempeñar una excelente 
labor, en el que los abogados aprendamos sobre los conceptos y términos 
económicos y los economistas puedan conocer sobre el proceso a seguir para 
los casos de competencia. (p. 19) 
 
Para Sánchez Calero ( 2002) la competencia como un fenómeno económico, 
entraña destellos en el aspecto jurídico, por tal razón es que anteriormente se 
afirma que la competencia ha tenido cambios significativos a lo largo del tiempo 
y que ha dejado de ser un concepto puramente económico, para adecuarse al 
ámbito jurídico, dando así paso al nacimiento del Derecho de la competencia o 
Derecho anti trust, el cual reunirá las normas jurídicas relacionadas con la 
actividad económica y la regulación de la competencia. Es de esta forma que, 
el derecho de competencia va tomando auge en los países con economías 
avanzadas, ya que al ser el derecho una experiencia cultural que regula la 
convivencia humana e impone límites a toda libertad, los empresarios que se 
sometan a su regulación se verán protegidos de cualquier práctica o conducta 
que los pueda perjudicar a causa de la libertad que había.  
 
Antes de brindar una definición de lo que significa el derecho de competencia 
se debe aclarar que, la competencia es instalada por el derecho mediante dos 
conjuntos de normas que resguardan sus aspectos más significativos, pues en 
sí el hombre moderno la ha concebido como un bien adquirido que precisa de 
protección (Garrigues, 1979). El primero se trata del derecho de la libre 
competencia y el otro es sobre el derecho de la competencia leal. Normalmente 
estas dos figuras tienden a ser utilizadas por la población o los agentes 
económicos indistintamente, lo cual es un error, ya que los efectos que 
ocasionan al mercado son muy distintos, aunque la finalidad sea la misma. 
 
El derecho de la libre competencia persigue la sanción de las prácticas 
empresariales que restringen o eliminan la competencia en el mercado o en 
uno de sus sectores o segmentos, en cambio el derecho de competencia leal 
tiende a combatir prácticas deshonestas que las empresas implementan para 
engañar, denigrar o realizar fraude a otras empresas con el propósito de 
triunfar ellas en el mercado. (Illescas Ortiz, 2003). 
 
El derecho de competencia ha tenido un gran desarrollo en los últimos años 
como respuesta a los cambios políticos y económicos que han tenido lugar 
alrededor del mundo y es por eso que ha sido definido como el conjunto de 
reglas que están dirigidas a proteger el proceso de competencia para 
maximizar indirectamente el bienestar de los consumidores, ya que pretende 
evitar que las empresas con mayor poderío en el mercado restrinjan o limiten la 
voluntad de los consumidores para que estos puedan acceder a cualquier clase 





El profesor Orúe Cruz (2008) citando a Jiménez Sánchez nos dice que el 
Derecho de competencia es ´´el conjunto de normas que regulan la actividad 
concurrencial, para que prevalezca en el mercado el principio de competencia y 
la lucha entre competidores se desenvuelva con lealtad y corrección.´´ (p. 38) 
 
De igual forma puede ser considerado como ´´la rama del derecho económico 
que regula y ordena los mercados sancionando las prácticas anticompetitivas 
que van en contra de la libre competencia.´´ (Gutiérrez Rodríguez, J.D et al, 
2006, p. 124) 
 
Miranda Londoño & Gutiérrez Rodríguez (S.F) nos dicen que el derecho de 
competencia puede describirse ´´como el conjunto de normas jurídicas que 
pretenden regular el poder actual o potencial de las empresas sobre un 
determinado mercado, en aras del interés público.´´(p. 1) 
 
De las definiciones anteriores, se puede decir que el propósito primordial del 
derecho de competencia, es regular la eficiencia del mercado, es decir, que a 
través de normas que prevengan e indiquen el comportamiento sugerido que 
los agentes económicos deben tener, se pueda beneficiar la economía y de 
manera indirecta beneficiar también a los consumidores.  
   
El derecho de Competencia, pretende garantizar la libertad y estabilidad 
económica de los mercados, brindado de esta forma la seguridad jurídica a 
todo agente económico que quiera ingresar a competir a cualquier sector 
económico. Así mismo, tendrá como finalidad preservar la competencia como 
institución, velando por el orden concurrencial no falseado y buen 
funcionamiento del mercado, en el cual se sancione toda conducta considerada 
perjudicial para la competencia. 
 
Según Orúe Cruz (2008) es menester señalar que en el Derecho de 
competencia no se contemplan las disciplinas de acceso al mercado ni la 
regulación de los contratos, ya que su función verdadera es regular la actividad 
concurrencial y las actuaciones que tenga el empresario para ocasionar 
cambios estructurales en el mercado, de todo esto se puede interpretar que las 
condiciones o gestiones que realice una empresa para entrar a un mercado 
tendrán que ser supervisadas por el derecho administrativo, quien será el 
encargado de analizar si dicha empresa cumple los requisitos 
correspondientes. De igual forma el derecho de competencia no intervendrá en 
cuanto a la regulación de los contratos privados que suscriban las partes, en 
los que se generen derechos y obligaciones, ya que estos se rigen por otras 
ramas especializadas del derecho. 
 
De la actividad concurrencial y los cambios estructurales que sufra el mercado 
a causa del comportamiento de los empresarios, es que el derecho de 
competencia logrará imponerse y regular cualquier falla que se presente.  
 
Según Boseta Pont (2002) cuando menos restricciones hay en el mercado, 
más nocivo para la economía será, ya que dichos empresarios crearan 
obstáculos que dificulten el libre juego de la competencia. Estos obstáculos se 
clasifican en dos: los primeros serán los connaturales, en los cuales no hay 
intervención voluntaria de ningún empresario, sino que son aquellas 
condiciones naturales y esenciales que excluyen o evitan la entrada y 
permanencia al mercado de ciertos agentes que desean competir. Los 
obstáculos connaturales son barreras de entrada que han sido creadas por la 
estructura del mercado, para restringir o limitar la competencia sin que 
intervenga la voluntad de los operadores económicos. 
 
El otro obstáculo es el artificial, en donde la voluntad de los competidores si es 
primordial para crear barreras, pues son ellos los que intencionalmente 
desarrollan prácticas dañinas para la estabilidad de la economía. Estos 
empresarios se aprovechan muchas veces de la posición de dominio que 
tienen en el mercado y se valen de diversos métodos anticompetitivos para 




La doctrina ha logrado identificar los comportamientos restrictivos de la 
competencia y a su vez los ha clasificado en cuatro prácticas distintas: 
(UNCTAD, 2004, p.60) 
 
1. Conductas o acuerdos restrictivos de la competencia:  
Son aquellos intercambios de voluntades entre competidores que 
pretenden realizar conductas anticompetitivas, se clasifican en 
horizontales y verticales. Los acuerdos que tienen como objetivo 
o efecto restringir la competencia que se dé entre empresas que 
tienen un mismo nivel en la cadena de producción o distribución 
son conocidos como horizontales y ejemplo de ellos pueden ser la 
repartición del mercado, fijación de precios o restricción de la 
fabricación de productos.  
Los acuerdos verticales son aquellos en el que los competidores 
se encuentran en distintos niveles de producción y distribución, 
manteniendo las mismas prácticas que los horizontales, con la 
diferencia en que éstos son menos nocivos para los 
consumidores. Un ejemplo de este tipo de acuerdo es la reventa 
de productos.  
 
2. Conductas unilaterales restrictivas o abusos de poder de 
mercado o de dominio en el mercado: 
 Este tipo de conducta se puede dar cuando una empresa ocupa 
una posición dominante en el mercado y a causa de ello realiza 
acciones anticompetitivas, es decir, que al tener poder sobre el 
mercado, la empresa fácilmente puede sacar o evitar la entrada 
de nuevos competidores. Las prácticas predatorias son un 
ejemplo de abuso de posición de dominio, ya que rebaja los 
precios por debajo del costo real del producto y una vez eliminada 
a su competencia, decide aumentar el precio.  
 
3. Fusiones y/o adquisiciones con efectos presuntamente 
anticompetitivos: 
 La fusión o absorción de empresas se trata de la unión que las 
empresas realizan con el único fin de limitar el libre mercado. 
Como resultado de esta fusión, las empresas logran obtener un 
poder dominante sobre el mercado, lo cual propicia la creación de 
monopolios o carteles que impiden que otros sigan compitiendo. 
Cada vez que una empresa pretenda unirse con otra, deberá 
pedir la autorización a las agencias de competencia, para que 
éstas investiguen si tal acción beneficia o no al mercado. 
 
 
4.  Competencia desleal:  
Este tipo de conductas son aquellas implementadas normalmente 
entre empresas que desean terminar con el buen prestigio y 
reputación de una de ellas, por medio de actos de engaño, 
denigración e incluso robo de secretos de empresa. Estas 
prácticas anti éticas logran sacar del juego a los demás 
competidores, pues su intención es acaparar el mercado para un 
solo agente económico.  
 
Debido a que los acuerdos horizontales, efectuados entre las empresas 
competidoras son el objeto principal de este trabajo monográfico, anteriormente 
se ha hecho una breve descripción de las conductas restrictivas de 
competencia identificadas en el mercado. Las prácticas y acuerdos horizontales 
se desarrollaran de manera más específica en los capítulos siguientes. 
 
6. Naturaleza jurídica del Derecho de la Competencia.  
La competencia ha sido instaurada, por dos conjuntos de normas, las cuales 
presentan rasgos significativos que integran hoy en día el derecho de 
competencia. Estas normas están compuestas básicamente por preceptos 
mercantiles que fusionados con la economía, brindan una tutela a la libertad de 
competencia en el mercado. (Boseta Pont, 2002) 
Doctrinalmente se ha querido manejar a estos dos conjuntos de normas de 
forma separada, pues el derecho a la libre competencia ha sido guiado bajo el 
ordenamiento público y la competencia desleal bajo un aspecto jurídico 
privado. (Estrada & Ramírez Urbina, 2007) 
Según la naturaleza del derecho de libre competencia, éste tiene como objetivo 
velar por el correcto funcionamiento del mercado, promoviendo así una 
competencia eficiente que se encuentre protegida de cualquier ataque que 
transgreda el interés público. En el caso de la competencia desleal, se dice que 
su naturaleza jurídica es privada, ya que ésta tiene como objetivo evitar 
cualquier conducta contraria a la buena fe y a los buenos usos en materia 
comercial, que se dé en el mercado. (Boseta Pont, 2002) 
 
A pesar de la distinción existente entre estos tipos de normas, se ha logrado 
apreciar cierta convergencia entre ellas, pues al determinar las conductas 
restrictivas de la libre competencia, también se han valorado como conductas 
anticompetitivas los aplicados dentro de la competencia desleal. La evolución 
que ha tenido la competencia en los países, ha producido que los actos de 
competencia desleal no velen solamente por los intereses  privados de los 
competidores, sino que hoy en día ha buscado la forma de crear estabilidad 
económica, que incluya el bienestar social. Partiendo de la similitud que ambas 
normas tienen, se puede decir que la unificación hecha es totalmente valida y 
aplicable. 
 
Nicaragua es uno de los países que ha adoptado este tipo de regulación 
unitaria, ya que el derecho de competencia velará que tanto las conductas 
desleales como las prácticas colusorias, de abuso y de restricción al mercado 
se encuentren reguladas en normas positivizadas. La Ley 601, ley de 
Promoción de la Competencia es el cuerpo normativo en donde se encuentran 
establecidas las disposiciones que limitan la libertad de competencia, siendo el 
capítulo IV el destinado a regular las prácticas anticompetitivas y el capítulo V 
el de la competencia desleal. Es necesario mencionar que el procedimiento 
para comenzar a investigar las conductas es distinto, en el primero podrá ser 
de oficio o por denuncia de un tercero interesado y en el segundo sólo podrá 























El presente trabajo ha demostrado que el funcionamiento de los mercados se 
estudia a través de supuestos o modelos económicos, que ayudan a predecir el 
comportamiento que las empresas tienen, bajo determinadas condiciones. 
Sabemos que, los agentes económicos deben tener libertad e independencia 
de actuación, pues cuando existen pocas empresas compitiendo, éstas tienden 
a coludirse para repartirse los beneficios y así dejar atrás la lucha por el 
mercado y los clientes. Este tipo de prácticas son las más frecuentes con las 
que la mayoría de países, que cuentan con políticas de competencia, deben 
lidiar. 
El rol fundamental, que a lo largo de los años ha jugado el derecho de 
competencia, ha sido el de regular todo tipo de prácticas, que afecten al 
mercado y a su vez a los consumidores, aplicando sanciones a todo aquel que, 
falsee, limite o restrinja el libre mercado.  
 Anteriormente se hizo mención de los tipos de prácticas que la doctrina ha 
establecido como restrictivos de la competencia, entre ellos los tipos de 
acuerdos, que serán determinados en este capítulo con mayor profundidad. 
 
1. Perspectiva económica y jurídica de colusión.   
Para Bercovitz Rodríguez-Cano (2001), colusión es un término castellano 
equiparable  a la terminología de origen francés, conocida como entente entre 
empresas y que tiene como característica principal propiciar que las empresas 
que intervienen en un determinado mercado económico, se coordinen y 
acuerden no competir, para restringir la competencia. De este supuesto, se 
implica que existan verdaderamente empresas compitiendo por obtener 
mejores beneficios, pero debido a los acuerdos o conductas que adoptan, 
logran limitar la libre competencia.  
Mientras más reducido sea el número de empresas que se encuentran 
compitiendo, más propicia es la colusión entre ellas, ya que éstas deciden 
cooperar en vez de luchar una contra otra. 
G. Coloma (2003, p 102) dice que la colusión en términos económicos es ´´una 
situación en la cual una serie de empresas, acuerdan no competir entre ellas 
con el objetivo de incrementar los beneficios conjuntos de todo el grupo.´´ 
Estos beneficios son alcanzables, por medio de la implementación de prácticas 
que tengan como principal característica, limitar el mercado, reduciendo los 
volúmenes de producción comercializados y aumentando los precios.  
En palabras de Samuelson y Nordhaus (2004, p.159) la colusión es concebida 
como la situación en la que dos o más empresas fijan conjuntamente sus 
precios o sus niveles de producción, se reparten el mercado o toman 
decisiones en conjunto con las demás empresas. 
De lo anterior, puede decirse que la colusión tendrá cabida, cada vez que las 
empresas que se encuentren en el mercado, estén dispuestas a cooperar 
activamente y coordinar todas sus actuaciones. 
Desde un punto de vista económico, se dice que la definición de colusión es 
relativamente mucho más sencilla que bajo términos jurídicos, pues de forma 
muy superflua, los acuerdos colusorios en un ámbito económico ´´ restringen el 
output y elevan precios en detrimento del bienestar de los consumidores, y en 
última instancia, del bienestar general.´´(Gutiérrez Carrizo, 2009. P.116)  
El pretender definir el concepto de colusión bajo la normativa jurídica no es 
para nada tarea fácil, debido a que el objeto de prohibición de las practicas no 
puede ser tan limitado como el concepto económico antes dado, ya que la 
interacción existente entre las empresas puede adoptar muchos modelos de 
prácticas restrictivas y su vez basarse en mecanismos no evidentes que 
dificulten aun más la identificación de las mismas.  
Pasando a un plano meramente legal, la colusión debe ser entendida de forma 
general como el ´´convenio, contrato, inteligencia entre dos o más personas, 
hecha en forma fraudulenta y secreta, con el objeto de engañar o perjudicar a 
un tercero. Todo acto o contrato hecho por colusión es nulo.´´ (Cabanellas de 
Torres, 2006. P. 74) 
 
 
1.1. Colusión explícita y tácita.  
 
Una vez ya esclarecido los términos tanto económicos como jurídicos de 
colusión, es dable guiar esta investigación a la clasificación que tanto los 
economistas como estudiosos del derecho han realizado a esta actividad con el 
fin de identificar las estrategias que los operadores económicos realizan, a 
través de los acuerdos colusorios, que transgreden principios de competencia, 
facilitando así a los órganos competentes la regulación e identificación de 
prácticas que se presentan en el mercado.  
La teoría económica, suele distinguir entre situaciones de colusión explicitas y 
situaciones de colusión tácita. La colusión explícita, implica la existencia plena 
de que se ha concertado un acuerdo escrito o verbal entre operadores 
económicos, en cambio en la colusión tácita no existe prueba física que 
verifique el acuerdo efectuado entre las partes, sino que éste tipo de conducta 
es determinable, a través del comportamiento colusivo que las empresas 
deciden seguir, el cual surge como resultado ´´de estrategias que cada entidad, 
adopta independientemente, pero que confluyen en un equilibrio en el que a 
ninguna empresa, le conviene adoptar una conducta competitiva por temor a 
desencadenar un cambio en el comportamiento de las otras empresas.´´ (G. 
Coloma, 2003. P 102).  
 
En materia de derecho de competencia, la mayoría de naciones que poseen 
una cláusula general prohibitiva, no realizan una distinción tan especifica entre 
los acuerdos explícitos y tácitos, ejemplo de esto puede ser, la legislación anti 
trust, que no contempla de manera implícita el concepto de colusión tácita, sino 
que de forma amplia lo enmarca en el significado de todo tipo de acuerdo o 
prácticas, concertadas, de igual forma ocurre en la legislación española, pues 
en su artículo 1 de la Ley de Defensa de la Competencia (en adelante LDC), 
hace referencia a los acuerdos tácitos, utilizando modelos como la prácticas 
concertadas o conscientemente paralelas. En cambio  la legislación 
nicaragüense, si hace alusión en su cláusula de prohibición general a este tipo 
de acuerdo no expreso, al referirse claramente que estarán prohibidos ´´los 
actos o conductas, acuerdos, pactos, convenios, contratos entre agente 
económicos competidores y no competidores, sean estos expresos, tácitos, 
escritos o verbales.´´  
 
Es evidente que través de la ayuda de las definiciones economistas las 
legislaciones si se han preocupado por ampliar sus nociones de acuerdo, para 
que tanto las conductas explicitas como tácitas se encuentren reguladas por 
ley, limitando así el actuar de los agentes económicos que intenten buscar 
nuevos métodos colusivos que atenten contra el bienestar económico y social.  
 
Como hemos podido apreciar, la colusión expresa que genere una restricción a 
la competencia,  tendrá mejores oportunidades de ser perseguida por las 
agencias de competencia, debido a las estrategias y medios físicos en los que 
pueden apoyarse, convirtiendo así la identificación de la colusión tácita un 
verdadero desafío, ya que será necesario perfeccionar las técnicas de 
investigación, incluyendo la ayuda de estudios económicos, para que las 
colusiones tácitas, que se desarrollen en el mercado no queden impunes. Lo 
importante en este tipo de conductas es detectar las maniobras que desarrollen 
las empresas en el mercado.   
 
Dicho esto se debe valorar que la distinción existente entre colusión tacita y 
explicita radica en los tipos de ´´mecanismos empleados para reducir la 
competencia y no en el tipo de prueba con el que se cuenta para acreditarla.´´ 
(Gutiérrez Carrizo, 2009, 119) 
 
En palabras de Gutiérrez Carrizo (2009), es un gran error el considerar a la 
colusión tácita una versión más suave de lo que es la colusión explícita, o creer 
que la primera es menos dañina que la otra, sino todo lo contrario, ya que 
ambas tienen la posibilidad de ocasionar el mismo efecto de pérdida de 
eficiencia en el mercado, al reducir la producción y elevar los precios, por tanto 
debe considerarse que la naturaleza de ambas es la misma. 
1.2. Acuerdos colusorios, conductas explicitas e implícitas.  
Comúnmente los cuerpos legales  que contemplan la normativa de acuerdos 
colusorios, suelen optar por enfoques amplios sobre su definición, englobando 
así los términos de acuerdos, decisiones, recomendaciones, concertaciones y 
demás conceptos, con el fin de dar una protección integral a cualquier práctica 
prohibida que quiera ser realizada por las empresas para restringir la 
competencia. La mayoría de países que cuentan con leyes de competencia 
anteponen el adjetivo <<todo>>, para que éste abarque de manera sucinta 
cualquier acuerdo que limite la libre competencia, ya sea de forma directa o 
indirecta. De lo anterior podemos hacer referencia a varias definiciones dada 
por los juristas, para concretar el significado de prácticas colusorias.  
J. Garrigues (1979, p. 224) las define como ´´ las prácticas realizadas 
coordinadamente  por varios empresarios con el fin de limitar, restringir o 
falsear la libre competencia´´, ya que del término colusorias se entiende que se 
ha producido un pacto entre dos o más personas en perjuicio de otra.  
Boseta Pont (2002) afirma que las prácticas colusorias integraran términos 
como acuerdos, prácticas concertadas o decisiones colectivas que pretendan o 
tengan como efecto impedir, restringir o falsear el juego de la competencia 
dentro del mercado común. Así mismo Illescas Ortiz (2003, p. 685) señala que 
´´los acuerdos, convenios, pactos expresos, decisiones o recomendaciones y 
conductas conscientemente  paralelas son las fuentes principales de donde 
derivan las prácticas colusorias.´´ 
Otra definición de practica colusoria es la que comprende con carácter general, 
´´ los acuerdos o las prácticas concertadas entre empresas y las decisiones 
adoptadas por las asociaciones de empresas que tengan el objeto o produzcan 
el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia en el mercado.´´ 
(Alonso Soto, 2004. P 65)  
 
Como podemos inferir de la lectura de las definiciones anteriormente  
brindadas por los juristas, las prácticas colusorias están determinadas por las 
normas positivas de forma amplia y general, ya que los legisladores han 
incluido en ella una variedad de posibles conductas a adoptar por los agentes 
económicos, para que éstos no quieran librarse de las sanciones a 
aplicárseles, por carecer la norma del supuesto legal de conducta 
anticompetitiva que estén realizando.  
Sí analizamos de forma más detallada cada una de las modalidades que 
integran las prácticas colusorias, podemos ver que los acuerdos propiamente 
dichos en términos económicos son ´´pactos escritos o verbales en virtud de 
los cuales varios operadores económicos se comprometen a restringir la 
competencia o, aún sin perseguir este efecto, producen una efectiva restricción 
de la competencia en el mercado.´´ (Alonso Soto, 2004. P. 67). Según este 
mismo autor, el acuerdo bajo la noción del derecho supone un consenso de 
voluntades que se realizan entre los agentes económicos independientes, sin 
importar la forma jurídica del cual se reviste o a través del que se manifieste.  
Cabe señalar que, el acuerdo estudiado en el contexto de las prácticas 
colusorias no está dirigido a ser un contrato en sentido estricto, es decir, a 
producir efectos vinculantes entre las partes, sino que más bien a enfocarse en 
la concertación de voluntades que hay entre los competidores para restringir la 
competencia, sin importar que este destinado o no a tener fuerza jurídica 
obligatoria. Con el simple hecho de que exista un convenio entre las partes y se 
restrinja la libre competencia, habrá colusión. 
Por otra parte, lo que son las decisiones y recomendaciones colectivas, éstas 
se asemejan a lo que se entiende por acuerdo, lo que sucede en ellas es, que 
son acuerdos pactados entre asociaciones de empresas o corporaciones de 
profesionales que tienen la finalidad de producir un daño a la libre competencia. 
Entiéndase que al referirse a asociaciones o corporaciones también se abarca 
a cualquier tipo de agrupación que se encuentre integrada por personas 
naturales o jurídicas que logran mantener cierta independencia y autonomía 
económica en el mercado, tal sería el caso de el colegio de abogados o 
dentistas, la asociación de ganaderos, farmaceutas o fabricantes de cualquier 
producto que pretendan establecer una tarifa mínima por los servicios 
prestados. (Alonso Soto, 2004). 
De lo anterior es importante aclarar que, las decisiones que estas asociaciones 
tomen, deberán ser concebidas bajo un carácter más vinculante que las 
recomendaciones, ya que éstas últimas pueden entenderse como simples 
orientaciones que las agrupaciones intercambian entre sus asociados para 
producir un efecto negativo, quedando al libre arbitrio de las empresas realizar 
o no dicha recomendación.  
A la hora de valorar si realmente se ha producido una práctica colusoria en 
asociaciones o corporaciones económicas, se debe tomar en cuenta que las 
entidades estén estructuradas organizativamente, bajo un régimen de 
funcionamiento legal o convencional y que a su vez se encuentren dirigidas por 
un órgano rector que ayude a coordinar las decisiones o recomendaciones que 
éstas adopten, expresando así la voluntad de sus miembros.  
 Lo que las agencias de competencia pretenden evitar es que en las 
asociaciones o agrupaciones económicas concierten voluntades que produzcan 
efectos dañinos, pues cada vez que éstas adoptan un acuerdo a través del 
órgano rector, se entiende como que si cada uno de los miembros haya 
adoptado dicha decisión o recomendación. (Alonso Soto, 2004). Bien decía el 
economista Adam Smith, en su obra La Riqueza de las Naciones (1776) que, 
"los miembros del mismo gremio pocas veces se reúnen, ni siquiera para 
divertirse, pero cuando lo hacen, la conversación siempre acaba en una 
conspiración en contra de la gente o en algún acuerdo para incrementar los 
precios", lo cual resulta totalmente aplicable para este caso. (Pellisé de 
Urquiza, 2010, p. 4) 
Respecto a las prácticas concertadas, se dice que éstas han evolucionado a lo 
largo de los años para convertirse hoy en día en una cláusula general que, más 
allá de los acuerdos entre empresas y las decisiones de asociaciones, engloba 
cualquier forma de coordinación entre empresas, facilitando así a las 
autoridades de competencia la labor de calificar un sin número de conductas 
que típicamente se desarrollan en el mercado de forma compleja. (Brokelmann, 
2009) La complejidad de estas conductas radica en que no hay documentos o 
pruebas físicas que respalden la concertación de las empresas y es por eso 
que se hace imprescindible la ayuda de estudios económicos que determinen 
la estructura de los mercados y verifiquen tales conductas.  
 Según Helmut Brokelmann (2009) la comunidad europea ha sentado 
jurisprudencia sobre la definición de la práctica concertada, pues se dice que 
es ´´una forma de coordinación entre empresas que, sin haber celebrado 
propiamente un convenio, sustituye conscientemente los riesgos de la 
competencia por una cooperación práctica entre ellas. ´´ (p. 89)  
De esta definición se interpreta que, no es necesario que existan documentos 
fehacientes que certifiquen la voluntad de las partes para restringir el mercado, 
pues basta solamente que las empresas coincidan en realizar o seguir la 
misma conducta, previo a un concierto de voluntades entre ellas mismas. Un 
ejemplo típico de estas prácticas es el llamado ´´gentleme´s agreements ´´ o 
´´pacto entre caballeros´´, que indica la conducta que varias empresas tendrán,  
al acordar respetar la posición que cada una tiene en el mercado, sin realizar 
ningún acuerdo expreso.  
Lo que resulta realmente importante al determinar las prácticas concertadas es 
que éstas, están constituidas por dos elementos esenciales, la coordinación y 
cooperación. Estos elementos son las herramientas que propician la 
modificación de las condiciones normales de competencia, ya que las 
empresas deciden intercambiar información sobre los posibles 
comportamientos que cada una tendrá en el mercado. 
 Al revelar una empresa sus estrategias de mercado, el volumen de su 
producción o sus costes, le está  proporcionando a las demás datos que en 
teoría las empresas  no deberían de conocer, ya que éstas adecuarán o 
tendrán reacciones distintas de las que hubiesen seguido de no tener acceso a 
este tipo de información.  
 
 
La coordinación y cooperación rompe con cualquier esquema de incertidumbre 
que debe haber en un mercado competitivo, por eso se dice que aunque en las 
prácticas concertadas no existan efectivamente documentos físicos que 
prueben la coordinación de las empresas, la exteriorización de sus conductas 
las hace identificable ante los ajos de las agencias de competencia.  
Esta exteriorización de conducta se pueden dar de forma paralela o similar 
entre las demás empresas y es por eso que la legislación española incluye 
dentro de su definición de prácticas colusorias a las llamadas conductas 
conscientemente paralelas, las cuales se encuentran enmarcadas en el artículo 
1 de la ley de Defensa de la Competencia, 15/2007 del 3 de julio de ese mismo 
año, nos dice:  
´. Se prohíbe todo acuerdo, decisión o recomendación colectiva, o práctica 
concertada o conscientemente paralela, que tenga por objeto, produzca o 
pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia en todo 
o parte del mercado nacional.´´ 
En Nicaragua a diferencia de lo que ocurre con la legislación española la ley 
601 de competencia, no contempla explícitamente estos términos, sino que de 
manera general, en su artículo 17, establece una cláusula prohibitiva que se 
refiere a ´´todos los actos o conductas, acuerdos, pactos, convenios, contratos 
entre agentes económicos competidores y no competidores, sean éstos 
escritos o verbales, cuyo objeto sea limitar o restringir la competencia o impedir 
el acceso o eliminar del mercado cualquier agente económico.´´  
En términos habituales, la conducta conscientemente paralela se refiere a la 
similitud e idéntica actuación que los agentes económicos tienen de manera 
coincidente en el mercado. Este hecho no conlleva a aseverar que se esté 
limitando o restringiendo la competencia, cuando en el mercado por mera 
coincidencia o casualidad las empresas tengan un actuar similar, sino mas bien 
que ayuda a realizar presunciones de posibles prácticas concertadas que se 
encuentran ocultas en el mercado, las cuales deberán ser probadas a través de 
los mecanismos implementados por las instituciones reguladoras de 
competencia.  
Bercovitz- Cano (2001), coincide con lo referido anteriormente pues para él, el 
concepto de conductas paralelas puede tener una aplicación inadecuada 
dentro de la ley, ya que el simple conocimiento de una conducta paralela entre 
empresas no significa necesariamente que exista un acuerdo o coordinación 
entre los agentes económicos involucrados en el paralelismo, sino más bien 
que éstas conductas son causadas por las externalidades del mercado, que 
obligan a los que actúan en él a efectuar comportamientos muy parecidos. 
Supongamos el caso de dos empresas que en determinado momento coinciden 
en elevar sus precios, pero toda esta actuación a consecuencia de un alza en 
los costes de producción y no de un acuerdo previo entre ellas, como 
comúnmente se pensaría.  
Cuando ocurren este tipo de actuaciones que en sí, no ocasionan ningún daño 
a la libertad de empresa y competencia, se dice que las empresas están 
manteniendo realmente su independencia de voluntades. La conducta idéntica 
o similar que adopten las empresas en el mercado, deberá ser respaldada por 
hechos y argumentos externos a la voluntad de las empresas que mantienen 
una misma conducta en común, ya que de lo contrario se supondrá que ha 
habido una concertación entre las mismas.  
De lo expuesto anteriormente se dice que las conductas conscientemente 
paralelas nacen como respuesta a la dificultad que los órganos encargados de 
regular las normas de competencia estaban teniendo para identificar las 
prácticas, ya que al no haber pruebas que demostrasen un contacto entre las 
partes, se hizo necesario crear indicadores de conductas que ayudasen a 
identificarlas.  
En definitiva las prácticas conscientemente paralelas se destacan como  
facilitadoras del reconocimiento de conductas que las empresas realizan en el 
mercado, como resultado de una previa concertación entre ellas.  
Una vez realizado el análisis de las modalidades que integran la definición de 
práctica colusoria anteriormente facilitada por los juristas, podemos concluir 
que tanto los acuerdos, decisiones, recomendaciones, conductas concertadas 
y paralelas son semejantes entre sí, lo único que cambia entre ellas es el grado 
de formalidad que cada una adopta ante los agentes económicos. Para muchos 
el acuerdo es el modelo más formal en el que se presentan las conductas, ya 
que cuando éstos se dan de manera explícita queda plena evidencia 
documental o física, que prueba la realización de una conducta anticompetitiva. 
Como es de imaginarse la constante interacción que se da entre las empresas 
de un determinado mercado, da como resultado la adopción de nuevas e 
ingeniosas formas de conductas colusivas que cada día se hacen más difíciles 
de identificar, por lo que las legislaciones de competencia deben de estar 
preparadas para incluir esos nuevos modelos. Lo referido anteriormente pasa a 
un segundo plano cuando el verdadero objetivo que persiguen las normas de 
promoción de la competencia es crear nuevos y mejorados criterios que 
ayuden a identificar las conductas colusorias, ya que al no haber pruebas que 
logren verificar la colusión, se tendrá que recurrir a nuevos métodos que 
ayuden a determinar las conductas ocurridas de forma implícita y a saber cómo 
proceder ante ellas. ´´No debemos de permitir que el debate semántico y 
casuístico de los modelos integradores de las prácticas colusorias nos 
confundan y hagan aun más complejo discernir cuál debe ser el ámbito de 
aplicación de la norma.´´ (Gutiérrez Carrizo, 2009. P. 116). 
 
1.3. Distintos modelos de regulación de las prácticas colusorias.  
 
En la parte superior de este capítulo hemos venido abordando el tema de  
colusión, haciendo especial énfasis en que ésta, es una de las prácticas más 
perjudiciales que se presenta en el mercado, ya que las empresas se coordinan 
y deciden dejar de competir, afectando de tal forma a la economía y a los 
consumidores. 
 
Durante mucho tiempo este tipo de prácticas se desarrollaron en los mercados 
sin tener ningún tipo de regulación, siendo el caso aplicable también para 
Nicaragua, que no poseía normativas de regulación en materia de 
competencia, sino hasta en el año 2006, que se promulgo por primera vez la 
ley que conocemos hoy en día, como ley 601, Ley de Promoción de la 
Competencia. 
 
Para efectuar un estudio de los modelos de regulación que se implementan en 
los distintos países, deberá hacerse una aclaración sobre las prohibiciones que 
adopta cada legislación sobre el tema de la colusión entre empresas. En primer 
lugar, se considerarán prohibiciones absolutas a aquellas que evalúan 
totalmente la conducta de los operadores económicos como restrictivas de la 
competencia, sin aceptar ningún tipo de excepciones, ya que en ellas lo que se 
valora más es la intencionalidad y no otros aspectos que posiblemente sean de 
beneficio para la economía, este tipo de prohibiciones absolutas son en 
principio contempladas en el Derecho norteamericano. (Rodríguez- Cano, 
2001)  
 
Por otra parte se puede establecer una prohibición que ´´afecte sólo a las 
limitaciones de la competencia que constituyan un <<abuso >> o que 
perjudiquen claramente a la economía nacional´´, (Rodríguez-Cano, 2001, p. 
295). Al contemplar este tipo de prohibiciones se puede inferir que lo realmente 
importante en ellas es el nivel de incidencia que cada agente económico tenga 
al realizar determinada conducta, ya que dependiendo del impacto que 
produzca puede generar un poder de mercado o reforzarlo. En palabras de 
Alonso Soto (2009) para que se pueda aplicar esta prohibición, los acuerdos 
que resulten de la interacción entre las empresas deberán ser sometidos a 
análisis pormenorizados que se basen en las condiciones estructurales y 
cuotas de mercado que ostenten las partes.  
De estos dos modelos de prohibiciones, que se encuentran en los textos 
legales, existe un tercero llamado ´´el modelo europeo´´ (Garrigues, 1979, p. 
224), que resulta ser el equilibrio o el nivel intermedio entre los dos anteriores, 
ya que se parte de la idea de que en el exista una prohibición con carácter  
general para las prácticas colusorias y un número especifico de excepciones 
que deberán ser admitidas por dicha prohibición. Estas excepciones serán 
producto de los acuerdos que se den entre los agentes económicos, pero que 
por su naturaleza no podrán causar daños a la libre competencia. (Rodríguez-
Cano, 2001) 
La mencionada prohibición intermedia prevé, que del actuar de los empresarios 
se puedan generar efectos provechosos para la economía; es decir, que detrás 
de la infracción cometida a las normas generales de competencia pueden 
resultar aspectos positivos, que ayuden a mejorar la eficiencia y dinamismo del 
mercado.  
Según el jurista J. Garrigues (1979), para que una práctica colusoria pueda ser 
exceptuada de la prohibición general, deben concurrir primero los siguientes 
requisitos:  
9 Que el acuerdo o la decisión contribuya a mejorar la producción, la 
distribución o el progreso técnico- económico. 
9 Que los consumidores obtengan parte adecuada de los beneficios 
resultantes de las prácticas. 
9 Que las prácticas restrictivas sean indispensables para la finalidad. 
 
Habiendo planteado los tipos de prohibiciones y las excepciones que se 
presentan en el modelo de prohibición intermedio, la doctrina ha diseñado para 
este último, dos tipos de sistemas de control que se pueden manifestar a priori 
o a posteriori. 
 
 El sistema de control a priori contemplara solamente a aquellas excepciones 
que han sido previamente autorizadas por el órgano correspondiente; es decir, 
que en este método de control se debe contar con una sólida estructura 
administrativa y organizativa, en la que la autorización de dichas excepciones 
deba ser estudiada y valorada previamente por la autoridad correspondiente, 
de manera que se asegure el cumplimiento de los requisitos. 
El segundo sistema de control es el a posteriori, que está caracterizado por la 
ausencia de una autorización previa por parte de la autoridad correspondiente, 
de forma que la excepción a la prohibición de una conducta limitativa de la 
competencia resulta del análisis del cumplimiento de los requisitos que se han 
establecidos legalmente (Rodríguez – Cano, 2001). Dicho esto, se deduce que 
las empresas cuyas conductas entran en el marco de las excepciones 
establecidas por ley, no deberán solicitar al órgano regulador el permiso para 
realizarlas, ya que han sido establecidas como beneficiosas y no perjudiciales 
para el mercado.  
Tomando en cuenta las consideraciones realizadas y queriendo adecuar los 
distintos modelos de prohibiciones expuestos, al ordenamiento jurídico 
nicaragüense, se puede decir que nuestra ley 601 adopta el modelo de 
prohibición intermedio, ya que en su artículo 17 posee una prohibición general 
en la que se enmarcan los tipos de acuerdos que restringen, impiden y limitan 
la competencia y, en su artículo 4 muestra las excepciones de conductas que 
se consideran no restrictivas de la competencia.  
Para efectos de este estudio monográfico señalare solamente las excepciones 
que a mi criterio inciden directamente sobre la cláusula general prohibitiva de 
los acuerdos colusorios y que nuestra ley las enuncia concretamente a 
continuación: (Artículo 4 de la ley 601 y artículo 18, último inciso) 
Las actividades entre agentes económicos que tengan por objeto lograr 
mayor eficiencia en la actividad productiva y/o de comercialización, entre 
otras, la armonización de estándares técnicos y de calidad de productos, 
adopción de marcas colectivas y cooperación en materia de desarrollo 
tecnológico o medio ambiental, mientras no configuren ninguna de las 
conductas prohibidas. 
Las prestaciones o beneficios que los empleadores otorguen a sus 
trabajadores, cuando sean resultado de acuerdos de negociación 
colectiva; mientras no configuren ninguna de las conductas prohibidas 
por la ley. 
Los acuerdos y convenios comerciales entre agentes económicos que 
tengan por objeto la promoción de las exportaciones, siempre que sean 
compatibles con las normas de Organización Mundial de Comercio, 
acuerdos y convenios ratificados por el Estado de Nicaragua y que no 
causen efectos anticompetitivos en el mercado nacional.  
Aquellos acuerdos entre agentes productivos nacionales y agentes 
compradores externos, que favorezcan el reconocimiento de condiciones 
más favorables para los productos nacionales, no serán consideradas 
como prácticas limitantes del libre mercado. 
 
Como podemos ver las excepciones anteriormente citadas demuestran que no 
todo tipo de acuerdo que se dé entre las empresas constituye una conducta 
restrictiva, ya que algunos realmente pueden ser beneficiosos para la eficiencia 
del mercado, tal es el caso de los acuerdos de investigación que emprenden 
las empresas para producir mejores y novedosos productos que ayuden a 
captar la atención de los clientes y a incrementar la suma de los beneficios 
obtenidos. 
Una vez ya aclarado que el tipo de prohibición aplicable para la legislación 
nicaragüense es el intermedio, se hace válido indicar que el sistema de 
regulación que sigue nuestro país es el a posteriori, ya que a como se explicó 
anteriormente este tipo de sistema no necesita de previa autorización para que 
las conductas exceptuadas puedan ser llevadas a cabo por los agentes 
económicos.  
Dicho lo anterior se debe comprender que si un determinado agente económico 
del sector azucarero nicaragüense acuerda con otros agentes del mismo sector 
aumentar los precios del producto para promocionar la exportación del mismo, 
la actuación que éstos realicen no deberá ser analizada por el Instituto 
Nacional de Promoción de la Competencia, PROCOMPETENCIA, ya que la 
misma ley les otorga la facultad de emprender este tipo de actuaciones cuando 
cumplen con los requisitos legalmente establecidos.  
Es importante señalar que el sistema a posteriori adoptado por el ordenamiento 
jurídico nicaragüense, posee aspectos que pueden ser beneficiosos para las 
agencias de competencia encargadas de regular las conductas, así como otros 
aspectos que pueden ocasionarles problemas.  
Un aspecto beneficioso que conlleva este tipo de sistema de regulación, es la 
disminución de carga administrativa que habrá para las agencias de 
competencia, ya que no será necesario que los agentes económicos tengan 
que pedir la autorización previa para efectuar cualquier conducta que estuviese 
exceptuada de la prohibición general, sino que con este mismo sistema ellos 
puedan concluir que su actividad no afectaría el mercado y que a su vez 
cumplen con los preceptos estipulados en el artículo 4, permitiendo así que las 
agencias se enfoquen en perseguir  las verdaderas conductas que causan un 
riesgo para la economía y el bienestar de los consumidores.  
Con en el sistema a posteriori se ahorrarían toda una serie de actividades 
administrativas burocráticas que impidan los avances en tecnología e 
investigación y que de igual forma se evite exceder la capacidad que tienen la 
agencias para extender las autorizaciones.  
El aspecto negativo en este sistema es que al dejar las excepciones 
anteriormente señaladas de forma tan general y al no estar éstas supervisadas 
por el Instituto de Competencia, se está abriendo la oportunidad  para que los 
agentes económicos interpreten la norma a como mejor les convenga, pues 
quedará a criterio de ellos determinar que la conducta que van realizar calce 
efectivamente dentro de los supuestos de excepción enunciados en la ley. 
Aun cuando el objetivo final de estas conductas sea el mejorar la economía, la 
mala interpretación que un agente económico pueda realizar de ellas, 
ocasionará efectos dañinos que restrinjan, impidan o limiten el buen 
funcionamiento del mercado.  
A como hemos podido ver el sistema a posteriori adoptado por nuestra 
legislación contiene elementos positivos y negativos que, a la hora de valorar 
cuál de ellos tiene mayor peso, se debe tomar en cuenta los efectos que 
causen.  
Del análisis realizado de los dos aspectos que pueden surgir del sistema a 
posteriori se concluye que ambos elementos necesitan complementarse, para 
reforzar este sistema, ya que si bien es necesario que las instituciones 
encargas de regular la libertad de competencia no desgasten sus esfuerzos en 
querer autorizar cada conducta que los operadores económicos pretendan 
ejecutar, también lo es que la norma que enuncia este tipo de conductas 
excluidas lo haga de una manera más específica, evitando de esta forma que 
se preste a malas interpretaciones por los agentes económicos.  
El sistema a posteriori realmente ayuda a aliviar la carga que los órganos 
competentes en materia de competencia tienen, pero para que este sistema 
funcione eficazmente se deberá complementar con una amplia ilustración sobre 
las conductas exceptuables permitidas, evitando así inducir a error a los 
operadores económicos.  
 
1.4. Principales elementos aplicables a las conductas colusorias. 
Previamente en el acápite anterior, se mencionó que tanto el artículo 101.1 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea como la ley de defensa a la 
competencia española y la ley de promoción de la competencia nicaragüense 
incluyen cláusulas prohibitivas generales, que abarcan los posibles modelos de 
conductas que pueden ser adoptados por los agentes económicos, al respecto: 
 
El artículo 101.1 de de la TFUE dice: 
´´Son incompatibles con el mercado común y quedan prohibidos todos los 
acuerdos entre empresas, las decisiones de asociaciones de empresas y las 
prácticas concertadas que puedan afectar el comercio entre los estados 
miembros y que tienen por objeto o efecto impedir, restringir o falsear el juego 
de la competencia dentro del mercado común´´  
 
El artículo 1 del título I de LDC expone: Conductas colusorias. 
 
´´Se prohíbe todo acuerdo, decisión o recomendación colectiva, o práctica 
concertada o conscientemente paralela, que tenga por objeto, produzca o 
pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia en todo 
o parte del mercado nacional.´´ 
 
El artículo 17 del capítulo IV establece expresamente: De las prácticas 
anticompetitivas. 
 
Se prohíben los actos o conductas, acuerdos, pactos, convenios, 
contratos entre agentes económicos competidores y no competidores, 
sean éstos escritos o verbales, cuyo objeto sea limitar o restringir la 
competencia o impedir el acceso o eliminar del mercado cualquier 
agente económico, en los términos y condiciones establecidos en la 
presente ley. 
De la lectura de los textos anteriores podemos mencionar que como principio 
general, éstos protegen la libre competencia y prohíben la coordinación y 
común acuerdo entre agentes económicos que intentan acabar con el buen 
funcionamiento del mercado. Sí analizamos esta prohibición general podemos 
apreciar que de ella se desprenden tres elementos sustanciales que ayudan a 
determinar cuando se está en presencia de una práctica colusoria. Los 
requisitos  a tomar en cuenta son los siguientes:  
 
a) Que la conducta haya sido originada por un acuerdo, decisión o 
recomendación colectiva o consista en una práctica concertada o 
conscientemente paralela.  
b) Que la conducta produzca el efecto restrictivo de la competencia.  
c) Que la restricción de la competencia afecte a un determinado mercado. 
(Alonso Soto, 2009. P. 69) 
 
El primer requisito nos muestra los diferentes modelos que han sido analizados 
en el acápite anterior, en el que se dedujo que, a causa de la interacción 
continua entre las empresas surgen nuevas figuras anticompetitivas que a su 
vez son tipificadas por las leyes de competencia para abarcar todo tipo de 
práctica que se realice en el mercado. El motivo principal que ha impulsado a 
los legisladores a tipificar estos modelos de prácticas restrictivas, ha sido el de 
acotar el campo de acción que los agentes económicos tienen, para que dichas 
prácticas no queden sin ser debidamente sancionadas. Lo primordial de este 
requisito es que exista un entendimiento mutuo entre las partes, sin importar la 
naturaleza que éste tenga, ya que basta con probar que varias empresas han 
actuado de forma coordinada y consciente en el mercado para aplicarles la 
prohibición. (Rodríguez- Cano, 2001. P 298)   
 
El segundo elemento característico es el efecto restrictivo de la competencia 
que, ha como bien lo plantean las leyes, se prohíbe todo tipo de prácticas 
colusorias que restrinjan, limiten o impidan la libre competencia, aun cuando no 
se llegue a concretar la finalidad perseguida.  (Rodríguez- Cano 2001).  
 
De acuerdo a la doctrina las normas de prohibición de los acuerdos restrictivos 
pueden ser distinguidas por dos vías, el objeto y el efecto que éstas produzcan. 
Citando las directrices relativas a la aplicación del apartado 3 del art. 81 TCE 
de 2004, Alonso Soto (2009), conceptualiza a las restricciones por su objeto 
como ´´aquellas que buscan directamente una restricción de la competencia´´ 
(p.75). Dichas restricciones no serán valoradas solamente por la 
intencionalidad de las partes, sino que también por el contexto en que se 
desarrollan las conductas en el mercado, es decir, que se deben considerar los 
aspectos económicos y sociales más significativos.  
 
En términos prácticos los acuerdos que demuestren ser restrictivos por su 
objeto, deberán ser considerados absolutamente prohibidos. Cuando en el 
mercado se presenten este tipo de restricciones directas, no será necesario 
que se tomen en cuenta los efectos que hayan logrado generar, o no un 
resultado, sino que lo principal será demostrar que efectivamente existía el 




Para definir las restricciones por su efecto se dirá que estas, son las que 
producen de manera virtual o real un resultado negativo para las condiciones 
de competencia, aun cuando la intencionalidad del agente económico haya 
sido causar un objetivo distinto. Las restricciones por efecto se estudiaran en 
base al efectivo perjuicio que se ocasione en el mercado, sin importar o no la 
finalidad que tenía principalmente el operador económico.  
 
En palabras de Alonso Soto (2009), tanto el objeto como el efecto que 
pretendan producir las empresas son equiparables entre sí, debido a que la 
infracción se considerará realizada no sólo en los casos en que la empresa 
responsable tenga una directa intencionalidad anticompetitiva, sino también 
cuando la finalidad de ésta sea otra, pero que a su vez produzca o pueda 
producir un resultado anticompetitivo. Dicho esto se infiere que, para aplicar la 
prohibición basta con que las conductas adoptadas por las empresas participes 
del acuerdo puedan surtir efectos potencialmente o realmente dañinos para el 
mercado, aunque dicha conducta no llegue a concretarse materialmente.  
 
Piénsese en el caso de dos empresas de telefonía celular que acuerden fijar 
una tarifa de costo por minuto, para incrementar sus beneficios. Aunque este 
acuerdo no llegue a efectuarse por las partes, el solo hecho de llevar aparejada 
una intencionalidad y, de ser una conducta que causaría estragos en el 
mercado y la economía de los consumidores, deberá ser prohibida y 
catalogada como una restricción a la competencia. Entiéndase esta última bajo 
términos económicos generales, como la disminución de la rivalidad y la lucha 
competitiva entre agentes económicos que hay en el mercado y, no 
precisamente a la limitación de actuación de los operadores económicos que 
han efectuado el pacto. (Alonso Soto, 2009). 
 
El tercer elemento constitutivo de un acuerdo colusorio es la afectación que las 
conductas realizadas por los agentes económicos tengan en un mercado 
determinado. 
Al respecto se inferirá que el mercado determinado para el caso de Nicaragua, 
corresponde a todo el territorio nacional. En el caso de la legislación española 
se incluirá el mercado comunitario europeo y el mercado nacional de dicho 
país.  
 
Es menester señalar que el requisito de que afecte a un determinado mercado, 
está inspirado bajo ´´la cláusula de Comercio del derecho de los Estados 
Unidos de América, la cual tiene por objeto el delimitar el campo de aplicación 
del derecho federal frente a los derechos estatales y por otro lado determinar la 
autoridad correspondiente´´(Alonso Soto, 2009. P.81) a la que deba atribuírsele 
la facultad de aplicación.  
 
En lo que concierne a Nicaragua, éste requisito no juega un papel tan 
trascendental como ocurre en España o el derecho comunitario, ya que el 
ámbito de aplicación de la ley será el territorio nacional y la única autoridad 
encargada de aplicar dicho derecho es el Instituto Nacional de Promoción a la 
Competencia, PROCOMPETENCIA, el cual será el órgano facultado por ley 
para regular y sancionar todo tipo de práctica anticompetitiva que altere el buen 
funcionamiento del mercado.  
 
Para determinar la afectación, el derecho comunitario y la doctrina española 
han emitido juicios de valor que ayudan a concretar la magnitud del daño 
sufrido causado por la restricción, ya que se han tomado en cuenta dos 
aspectos necesarios; la alteración o cambio que se dé en el mercado y el grado 
de afectación que devela la práctica. Es de suma importancia que se tomen en 
consideración dichos aspectos, pues por medio de ellos las autoridades de 
competencia establecerán los parámetros que deben ser respetados por los 
operadores económicos, para el buen funcionamiento de la economía y así de 
una vez dirigir o centrar su atención a toda conducta que se extralimite de los 
parámetros ya establecidos. Ejemplo de ello lo podemos evidenciar en el tema 
de concentraciones, en el artículo 25 inciso a) de la ley 601, el cual nos 
expresa que del acuerdo de fusión que pueda darse entre dos empresas no 
debe ser igual o sobrepasar el umbral del 25% de la cuota de mercado 
relevante, estableciendo así medidas que colaboren a descubrir las prácticas 
que produzca una verdadera alteración y afectación al mercado.  
 
2. Clasificación de los acuerdos anticompetitivos. 
 
La teoría económica convencional nos muestra que una conducta competitiva, 
en condiciones de competencia perfecta, puede ser definida bajo términos de 
eficiencia económica y estructura de mercado en la cual se podrá verificar que 
las acciones que cometan las grandes empresas no influenciarán en el actuar o 
la toma de decisiones de las otras, ya que los precios, las cantidades de 
producción y la libertad de elección de los consumidores estarán dadas por el 
mercado. (UNCTAD, 2004) 
 
Por otra parte se encuentran las empresas que si poseen el poderío económico 
como para influir en el actuar de las demás, ya que estas tienen la capacidad 
de imponer precios e incluso restringir la producción desabasteciendo el 
mercado y creando ineficiencia en el mismo. Normalmente este tipo de 
empresas se desarrollan bajo modelos de mercado oligopolios y monopolios, 
los cuales perturban el buen desempeño de las empresas que se encuentran 
compitiendo en el mercado.  
 
La misma teoría convencional, nos dice que para comprender más a fondo los 
comportamientos que tienen las empresas que ostentan un poderío económico, 
se debe primero tomar en cuenta que éstas actúan en diversos niveles de la 
estructura de mercados, ya que pueden actuar competitivamente o 
cooperativamente entre ellas. Una empresa con un alto poder de mercado 
puede impedir fácilmente el ingreso de nuevos y potenciales competidores, sin 
importar que estos no se encuentren dentro de la estructura económica. 
 
Al hacer mención sobre las estructuras de mercados en que se desenvuelven 
dichas empresas, es menester realizar primeramente una explicación en base 
a la economía de la organización industrial, ya que ésta última se encarga de 
estudiar el funcionamiento y el poder económico que ejerce cada empresa y a 
su vez de determinar el proceso productivo con el que cuentan.  
 
 
Entiéndase que el proceso productivo de una empresa estará conformado por 
una serie de etapas que permiten la transformación de materias primas y 
factores de producción en productos terminados, siendo el fin último de éstas, 
la debida comercialización del producto. (UNCTAD, 2004) 
 
Cuando dos empresas interactúan entre sí, pueden llegar a coincidir 
competitivamente o cooperativamente dentro de las etapas productivas o de 
comercialización. A manera de ejemplo se pude pensar en empresas que 
tengan el mismo giro económico de producir cajas de cartón y otras que 
solamente distribuyan dicho producto, las primeras tendrán las mismas fases 
productivas y competirán entre sí para obtener mejores beneficios y en las 
segundas ya no existirá una conducta competitiva, sino que solamente habrá 
´´una relación de colaboración o complementación que le agregue valor al 
proceso productivo.´´ (UNCTAD, 2004, p. 57). De lo anterior podemos decir que 
las empresas interactúan en distintos niveles de la cadena competitiva, ya que 
uno puede ser el de producción y el otro el de distribución.  
 
Una vez que ya aclarado el proceso productivo que contiene cada empresa y 
las diversas etapas en las que se desarrolla, nos es más fácil estudiar los 
acuerdos que se dan entre agentes competidores y no competidores.  
 
Normalmente las normas generales prohibitivas de los acuerdos 
anticompetitivos no formulan ninguna distinción entre categorías de acuerdos, 
sino que a como se ha venido afirmando durante este capítulo éstos han sido 
considerados de forma amplia y general dentro de las leyes, no obstante la 
doctrina y la jurisprudencia han manifestado dos categorías de acuerdos, los 
que se clasifican en acuerdos horizontales y verticales. Dicha categoría de 
acuerdos se interrelacionan con la estructura que tienen las empresas dentro 
del mercado, ya que los acuerdos horizontales se darán entre agentes 




A como nos muestra Alonso Soto (2009) en la resolución del TDC del 3 de 
junio de 1997 sobre el mercado de la industria láctea, la definición sobre los 
acuerdos horizontales es aquella en la que ´´los operadores que se conciertan 
se encuentran situados en el mismo escalón del proceso productivo y compiten 
directamente entre sí´´.(p. 82) 
 
Para Cabanellas de las Cuevas (2005, p. 354) ´´las restricciones horizontales 
son las que tienen lugar entre empresas que operan en igual nivel productivo y 
en el mismo mercado´´, lo importante en esta definición es que para que los 
acuerdos entren en la categoría de horizontales deberán afectar el mismo lado 
del mercado, ya sea la oferta o la demanda.  
 
La otra categoría que ha sido definida es la de los acuerdos verticales, la cual 
indica que serán todos aquellos acuerdos que se den entre empresas que 
pertenecen a diferentes escalones productivos y que solo llegan a competir 
esporádicamente. Al respecto Cabanellas de las Cuevas (2005) define también 
a estos acuerdos como aquellos que operan entre empresas que tienen 
sucesivas etapas de la producción y distribución de un producto, normalmente 
en este tipo de acuerdos existe una empresa productora o proveedora que 
suple a las otras, pero que acuerdan tener una distribución exclusiva de bienes 
y servicios para prohibir la venta de otro producto similar en los puntos en 
donde se comercializan. 
 
En definitiva la distinción que ha planteado la doctrina y la jurisprudencia de los 
acuerdos horizontales y verticales ha servido para que las agencias de 
competencia desarrollen mejor el tipo de sanciones que se les aplicara a cada 
conducta, ya que los acuerdos horizontales son los que constituyen una 
tentativa más agresiva de reducir o eliminar la competencia del mercado, en 
cambio los acuerdos verticales no son siempre ilegales, solamente cuando 





















 Después de haber estudiado las normas de prohibición general de las 
conductas anticompetitivas y de haber abordado el tema de la categoría de 
acuerdos, que se clasifican dentro de estas mismas, es el tema principal de 
este trabajo monográfico el analizar las principales conductas colusorias 
horizontales que son restrictivas de la competencia.  
A como bien se ha explicado en el capitulo anterior, la colusión horizontal es 
una de las practicas más dañinas que existen en el mercado, por estar éstas 
constituidas por empresas que tienen el mismo nivel en la cadena de 
producción y que a la hora de ponerse de acuerdo en fijar o elevar el precio de 
un producto o servicio, realizan cambios significativos en la eficiencia 
económica y en la capacidad de elección de los consumidores. 
 
1. Supuestos más relevantes de colusiones prohibidas. 
Cuando es posible demostrar que un acuerdo ha tenido el objeto de restringir la 
competencia y acabar con el bienestar económico y social, dicho acuerdo debe 
ser considerado absolutamente prohibido. 
En los siguientes supuestos a estudiarse, la doctrina y la jurisprudencia 
española han establecido un catalogo de acuerdos que, debido a su propia 
naturaleza, deben ser considerados como prohibidos. Este tipo de acuerdos, 
también se correlacionan con las leyes que han sido establecidas en los demás 
países que contienen legislaciones antimonopólicas, incluyendo a Nicaragua.  
 
1.1. Supuestos de colusiones más dañinas y frecuentes que se dan en 
los mercados: 
1) Acuerdos para la fijación de precios y condiciones comerciales.  
2) Acuerdos para la limitación de la producción, el mercado o las 
inversiones. 
3) Acuerdos para repartirse los mercados o las fuentes de 
aprovisionamiento. 
4) Acuerdos de discriminación que ocasionen una desventaja competitiva. 
5) Acuerdos de imposición de contratos anudados.  
Es necesario aclarar en este capítulo que para efecto del análisis de las 
conductas horizontales, solamente los tres primeros supuestos que contempla 
la jurisprudencia y la doctrina serán estudiados con mayor énfasis, los dos 
últimos solamente serán expuestos de forma superficial, ya que no constituyen 
un elemento relevante en este trabajo. 
 
1.1.1. La fijación, de forma directa o indirecta de precios o de otras 
condiciones comerciales o de servicios.  
 
Para los países que contienen normas reguladoras en materia de competencia, 
las conductas que afectan a la formación de los precios constituyen uno de los 
supuestos más importantes, ya que el buen funcionamiento del sistema de 
precios y de las prácticas comerciales consistentes en el ofrecimiento de 
bienes y servicios, inciden sobre la asignación de recursos productivos y sobre 
la distribución de los ingresos nacionales. (Cabanellas de las Cuevas, 2005) 
Como ya es conocido, uno de los elementos principales generadores de 
competencia entre las empresas es la batalla que se desata a través de los 
precios, ya que éstos son la principal fuente de ingreso para las empresas y 
causa de atracción para muchos consumidores, que son los que sostienen las 
economías de las empresas.  
En un mercado perfectamente competitivo, las conductas que los agentes 
económicos realicen en base a los precios, no deben de influir en el 
comportamiento del mercado, ya que habrá una multiplicidad de competidores 
sin el poder suficiente, como para influir sobre los precios. Caso contrario 
ocurre cuando un número reducido de empresas que han dejado de competir, 
concurren para fijar e imponer el precio de un producto, evitando de esta forma 
que haya diversidad en los precios y a la vez limitando la libertad de elección 
de los consumidores 
Indagando más, acerca de la importancia del sistema de precios en el mercado 
y el significado que éste tiene, Kotler & Armastrong  (2007, p.309) nos dicen 
que el precio en su sentido más estricto se refiere a ´´la cantidad de dinero que 
se cobra por un producto o servicio, o la suma de valores que los consumidores 
dan a cambio de tener o usar el producto o servicio´´.  
Siguiendo esta misma línea, Weldon Taylor (1990, P. 556) considera al precio 
como ´´el mecanismo en función del cual los artículos que constituyen el flujo 
de mercancías se ajustan a los deseos de los consumidores´´.  
Hecha la ilustración por estos economistas, acerca del significado del precio, 
podemos afirmar que los precios constituyen el elemento principal dentro de los 
mercados, ya que éstos componen un factor vital para el éxito o el fracaso de 
una empresa.  
 Es importante señalar que los precios juegan también un rol determinante para 
la elección de muchos compradores, pues la demanda y oferta de un producto 
o servicio dependerá de que tan alto o tan bajo se ofrezcan. Si el precio del 
producto baja, la demanda de éste aumenta y si el precio sube, la demanda 
disminuye, ya que no todos los consumidores podrán pagar el alza efectuada.  
Los precios serán entonces, indicadores de la aceptación o rechazo de un 
producto en el mercado. Las empresas que pretendan triunfar en determinado 
sector económico deberán encontrar un equilibrio que les ayude a percibir 
ganancias y a su vez ofrecer un buen precio al público. 
Respecto a las afirmaciones dadas por los economistas anteriormente citados, 
Cabanellas de las Cuevas (2005) también afirma que los precios son el eje 
central que todo mercado tiene, pues estos inciden sobre las cantidades 
demandadas por parte de los consumidores y las ofrecidas por los operadores 
económicos, al igual que sobre las utilidades y beneficios que se generan del 
actuar de éstos últimos y sobre la asignación de recursos entre las distintas 
actividades productivas. 
Una vez demostrada la influencia que ejerce el precio dentro del mercado y la 
competencia, es preciso señalar que toda conducta que afecte la 
independencia de los competidores en relación con la fijación de sus precios, 
deberá ser tipificada y sancionadas por las normas reguladoras del derecho de 
competencia, ya que a como bien nos indica la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD, 2004) la fijación de precios 
constituye una de las prácticas más agresivas que hay dentro de la conductas 
anticompetitivas, al ponerse de acuerdo los competidores de un determinado 
nivel de la cadena de producción para fijar los precios, obligando a los 
consumidores a pagar los productos y servicios a precios elevados. De la 
variedad de precios que existía antes, ahora se ve reducida, al existir un solo 
precio fijado por todas las empresas.                                                                                              
La doctrina internacional ha expuesto que la fijación de precios y otras 
condiciones comerciales, no se encuentra reservada exclusivamente para los 
acuerdos horizontales, sino que ésta, también puede darse dentro de los 
acuerdos que actúan en diferentes niveles de la cadena de producción; es 
decir, los verticales. Para nuestro estudio los que tienen más importancia y a 
los que les dedicaremos más atención serán a la fijación de precios 
horizontalmente.  
Siguiendo con el análisis del supuesto de conducta prohibida establecido por la 
doctrina, se dice que los precios pueden ser fijados de forma directa e indirecta. 
En palabras del jurista Cabanellas (2005,p. 418) ´´las conductas concertadas 
relativas a los precios pueden resultar de un acto mediante el que se determine 
directamente la acción a ser seguida por los distintos competidores en materia 
de precios o bien de acuerdos dirigidos a que los precios imperantes en 
determinado mercado se ajusten a parámetros preestablecidos, sea creando 
los incentivos necesarios a tal efecto o articulando mecanismos que faciliten la 
unificación de las conductas por las partes involucradas.´´ 
Para aclarar un poco más el funcionamiento que tiene la fijación de precios de 
forma indirecta, Cabanellas de las Cuevas (2005) en su libro de Derecho 
antimonopólico y defensa de la competencia nos demuestra un ejemplo típico 
de fijación de precios indirecto, en el que nos dice que un grupo de productores 
acuerdan otorgar una compensación a favor de las ventas que sus miembros 
realicen en mercados extranjeros, dicha conducta pretende elevar los precios 
artificialmente dentro del mercado nacional, pero que a causa de la creciente 
compensación pagada a los exportadores, las ventas de dicho producto se 
desviaban a mercados extranjeros.  
Otro supuesto de fijación indirecta es el que puede darse entre las 
asociaciones o cooperativas en donde la voluntad de sus integrantes está 
representada en una sola y al momento de querer centralizar la venta de sus 
productos, lo hacen fijando el precio y las demás condiciones.  
 De lo anterior, podemos decir que la fijación de un determinado precio 
realizado directamente por los agentes económicos puede efectuarse 
estipulándolo de forma expresa, a través de un convenio o contrato y en el otro 
caso, podrá realizarse de forma indirecta cuando las empresas realicen 
maniobras que no sean fácilmente detectables ante los ojos de las agencias de 
competencia. 
 
A cómo podemos ver, este supuesto no solamente se refiere a la fijación de 
precios sino también a las condiciones comerciales o de servicios que, para 
Bercovitz- Cano (2001) significa la prohibición de cualquier entendimiento sobre 
cláusulas contractuales que pueden ser de de garantía, plazos de ejecución, 
duración del crédito, entre otras. 
 
Sobre este tipo de práctica restrictiva podemos concluir que efectivamente la 
fijación de precios es una de las más dañinas para la competencia, ya que ´´el 
precio unificado como tasa o arancel oficial sustrae el valor del intercambio de 
la puja entre la oferta y la demanda y lo convierte en una condición que se 
impone al mercado en vez de ser una consecuencia que resulta de él´´. 
(Cabanellas de las Cuevas, 2005. P. 422).  
 
1.1.2. La limitación o el control de la producción, la distribución, el 
desarrollo técnico o las inversiones. 
 
El segundo supuesto que ha sido establecido por la doctrina como una de las 
prácticas más relevantes dentro de las prohibiciones colusorias, es la 
restricción que se da de la producción, distribución, desarrollo técnico e 
inversión de bienes y servicios. Todo acuerdo que se produzca referente a la 
limitación de estas fases productivas deberá ser sancionado. 
Si bien hemos dicho que el precio es un elemento importante que sirve como 
indicador para que las empresas conozcan el volumen de producción que les 
ayude a satisfacer la demanda, éste también puede ser utilizado como un 
instrumento para producir efectos adversos al bolsillos de los consumidores, ya 
que las empresas que deseen mantener el control absoluto del mercado se 
ponen de acuerdo para limitar la producción, con el objetivo de aumentar los 
precios y crear escasez.  
Cuando una empresa reduce la producción de sus productos, esta también 
logra disminuir sus costes variables1, permitiendo así que los ingresos que se 
generen de la subida de los precios y de la reducción de los costes le brinden 
mayores beneficios a todos los implicados en el acuerdo.  
Cabanellas de las Cuevas (2005) nos dice que la limitación de la producción 
puede realizarse mediante la interferencia de varias etapas del proceso 
productivo, las cuales logran  acotar las inversiones, la comercialización y el 
desarrollo tecnológico de las empresas. De igual forma hace mención de la 
importancia de regular  todas estas etapas de conformación de la oferta bajo 
los regímenes de derecho de competencia, ya que no solo las actuaciones que 
incidan directamente sobre los precios y la oferta pueden causar daños al 
mercado.  
Sobre este mismo supuesto la UNCTAD (2004) hace el señalamiento que los 
acuerdos restrictivos de la producción no solamente tienen como objetivo 
especifico crear escasez, sino que también en él se deben incluir a todos 
                                                            
1 Los costes variables representan un factor de la producción, que  varían cuando la producción 
aumenta. Los costes variables son considerados como los gastos que van en dependencia de del 
volumen de productos fabricados, ejemplos de costes variables pueden ser los salarios de los 
trabajadores que no ganan un sueldo fijo, las materias primas necesarias para la realización del 
producto, el gasto de energía  utilizado para poner las maquinas en funcionamiento, en fin, los costes 
variables representan todos aquellos gastos que aumentan, debido al acrecimiento de la producción.  
aquellos acuerdos de especialización en donde las empresas se reparten las 
diversas fases de fabricación de un mismo producto, ocasionando la ruptura del 
sistema de interdependencia que existía entre ellas.  
El interés de los consumidores y el de la economía en general deben de ser 
valorados también en base a los perjuicios que cause la reducción de la gama 
de productos, la calidad, la innovación y la eficiencia del mercado, aun cuando 
los niveles de los precios no se vean afectados. No siempre la subida de los 
precios en tiempos de escases de un producto será el factor que provoque 
daño, pues las otras fases productivas podrán hacerlo también interfiriendo en 
la calidad, innovación y comercialización de los productos. (Cabanellas de las 
Cuevas, 2005)  
Debido a las particularidades que tienen cada una de estas prácticas que se 
realizan en las diversas fases productivas, las estudiaremos a continuación por 
separado a cada una de ellas. 
 
a. La limitación  o control de la producción: 
 
Las acciones realizadas por las empresas para limitar los volúmenes de 
producción de bienes o servicios tienen igual incidencia en el mercado que las 
prácticas colusivas referente a los precios. (Cabanellas de las Cuevas, 2005, p. 
458). Ha como es de imaginarse, dichas conductas producen también 
consecuencias graves para la estabilidad económica y por tal razón deben 
estar bajo la supervisión de normas anticompetitivas. 
Los acuerdos sobre el control de la producción constituyen uno de los 
principales problemas para la competencia, pues las empresas dejan a un lado 
la pugna que hay para posicionar sus productos como líderes del mercado y 
deciden fijar un volumen de producción limitado que cause escasez de bienes o 
servicios, estimulando a su vez el alza de los precios. 
 
A como ya es conocido, las empresas que interactúan dentro de los mercados 
han utilizado la limitación de la producción como medio para alcanzar sus 
beneficios máximos, ya que al crear un ambiente de escasez, los consumidores 
que desean obtener los productos y servicios, estarán dispuestos a pagar una 
mayor cantidad de dinero por ellos. Al reducir la oferta de productos, las 
empresas gozan del poder suficiente como para imponer el precio que quieren  
les sea pagado, es decir, que este precio podrá ser establecido al capricho y 
antojo de los agentes económicos. 
En palabras de Cabanellas de las Cuevas (2005, P. 459) la conformación de 
prácticas dirigidas a limitar o reducir la producción puede ser adoptada por 
medio de distintas variantes, ya que no solamente se pueden fijar directamente 
los topes máximos a ser producidos conjuntamente o individualmente, sino que 
también se pueden obtener los mismos resultados a través de imposición de 
algunas multas o métodos de compensación que se le apliquen a aquellas 
empresas que no se hayan mantenido firme dentro del acuerdo. 
Dicho lo anterior se puede concebir a la restricción de la producción como una 
práctica que disminuye la competencia entre fabricantes, y que afecta a la 
producción como factor económico, provocando así un desbalance entre la 
oferta y demanda e induciendo un aumento desproporcional de los precios.  
 
b. Limitación o control de la distribución. 
 
Es una práctica que no debe ser confundida con la repartición de mercados 
que se realiza entre competidores, sino que más bien puede ser concebida 
como una conducta que contempla específicamente el control de la distribución 
que realizan las empresas de un mismo sector económico, mediante acuerdos 
que unifiquen los mismos canales e instrumentos comunes para ofertar sus 
productos.  
A simple vista los canales de distribución que utilicen las empresas no deberían 
ser relevantes, ya que es totalmente normal que las empresas coincidan en 
contratar los servicios de distribución bajo una misma agencia, que les ayude a 
comercializar sus productos. Para efectos económicos el que las empresas 
confíen en distribuir sus productos a través de un tercero, realmente los 
beneficia, ya que no sería sostenible el que cada empresa productora contase 
con su propio y exclusivo canal de distribución. 
El problema sobre la limitación o control de la distribución se da, cuando un 
conglomerado de empresas productoras que utilizan el mismo canal de 
distribución decide directa o indirectamente utilizar estas vías para unificar sus 
precios o para impedir que nuevos y potenciales fabricantes quieran distribuir 
sus productos por la misma agencia utilizada por los demás. De igual forma 
esta práctica puede ser realizada por los distribuidores que aúnan los 
mecanismos de distribución, reduciendo la oferta y nulificando la competencia.  
Según Cabanellas de las Cuevas (2005, P. 462) ´´cuanto mayor sea la 
concentración  del sector cuya oferta se canalice a través de mecanismos 
comunes de distribución, mayores tendrán a ser, por lo general, los peligros de 
que tales prácticas den origen a actitudes colusivas, y menores las 
posibilidades de que dichos mecanismos sean sustancialmente más 
económicos que la utilización de canales independientes´´.  
Respecto a lo anterior se debe entender que si un conjunto de productores de 
arroz deciden comercializar sus productos a través de un canal de distribución 
común, la tendencia a que éstos se coludan para limitar la competencia es 




c. Limitación o control del desarrollo técnico. 
 
 
El desarrollo técnico se define como el conjunto de trabajos creativos que se 
emprenden de modo sistemático con el objeto de aumentar el nivel de 
conocimiento tanto del hombre, la cultura, la sociedad y la ciencia a fin de 
utilizar los mismos, para concebir nuevas formas de aplicación práctica.  
El desarrollo técnico está íntimamente involucrado con la investigación, 
comprendiendo así tres tipos de actividades: investigación básica, aplicada y 
desarrollo tecnológico meramente dicho. Esta última no es más que el conjunto 
de trabajos basados en conocimientos preexistentes que mediante la 
investigación y experiencia práctica se redirigen a la invención de nuevos 
productos, estableciendo incluso nuevos proceso y servicios que superan 
sustancialmente a los anteriores. (Universidad de Colima, 2007).  
El referido desarrollo técnico es visto dentro de la economía como un elemento 
esencial de la competencia, ya que el proceso de producción se enmarca 
dentro de las reglas de eficiencia técnica y eficacia económica, las cuales 
pretenden llevar al consumidor final un producto útil y accesible, y generar al 
productor mayor rentabilidad.   
Dado que esta situación ocasiona ventajas relativas sobre la concurrencia y 
utilidades superiores en comparación a otras compañías dentro del mismo 
mercado, la limitación de la posibilidad del desarrollo técnico y de una 
competencia efectiva nace como el mecanismo de las empresas afectadas 
para asentar las bases de una uniformidad generalizada en el comportamiento 
de todas las empresas involucradas. (Cabanellas de las Cuevas, 2005.) 
El proceder mencionado trae como consecuencia la restricción de la base de 
conocimiento existente en el sector afectado, la limitación de la motivación al 
desarrollo técnico y la restricción de la inversión. Este es uno de los métodos 
que las empresas han utilizado para tomar ventajas en el mercado.  
Cuando las empresas se coluden para limitar el desarrollo de nuevas 
invenciones tecnológicas, quebrantan todo el sistema de competencia, pues no 
existe motivación para seguir invirtiendo en tecnología.  
Sin embargo, hay que diferenciar de ésta práctica aquella colusión efectuada 
por  las empresas de un determinado sector económico con la intención de 
unificar esfuerzos en aras del interés común de la sociedad. La diferencia entre 
estas dos radica en que el primer tipo de colusión impide el desarrollo, mientras 
que el segundo promueve la invención de forma conjunta. 
 
d. Limitación o control de las inversiones. 
  
La inversión económica no es más que ´´la aplicación de recursos financieros a 
la creación, renovación, aplicación o mejora de la capacidad operativa de la 
empresa´´. (F. Tarrágo Sabaté, 1986, p. 308) 
Esta deberá ser considerada como uno de los elementos principales que 
genera  producción y que promueve la incorporación de avances técnicos que 
ayudan a mejorar la actividad productiva. La adquisición de nueva maquinaria, 
el buen funcionamiento de nuevos procesos y de nuevas instalaciones serán 
fruto de la aplicación de estos nuevos recursos financieros. 
Al constituir la inversión un factor tan importante para las empresas, las 
conductas colusivas que se dé entre ellas para limitar la inversión ocasionarán 
un debilitamiento sustancial de la competencia y una traba para el desarrollo 
técnico. Dicha conducta producirá efectos  adversos a la actividad económica, 
ya que implicará controlar el volumen de la producción futura y 
consiguientemente el de los precios vigentes en el mercado. (Cabanellas de las 
Cuevas, 2005) 
Toda la motivación por producir nuevos y mejorados productos que beneficien 
el desenvolvimiento del mercado, sus niveles de precios y el bienestar 
económico de la comunidad, desaparecerá cuando las empresas acuerden 
asignar porciones limitada para sus inversiones. 
  
 
1.1.3. El reparto de mercado o las fuentes de aprovisionamiento. 
 
La repartición de mercados implica la abstención de competencia entre las 
empresas y la obstaculización de penetración de productos a determinados 
sectores económicos sujetos a la voluntad de una de las empresas. Cuando las 
empresas se ponen de acuerdo para distribuirse el mercado, el instrumento 
usado para la repartición es indistinto, ya que puede darse por medio de 
acuerdo expreso, aceptación tácita o a través de un tercero designado por las 
mismas empresas. 
Cabe señalar que al mencionar repartición de mercado no se refiere 
específicamente a la distribución geográfica que se haga de él, sino que 
también se incluyen otros aspectos como el de la asignación de clientes y  de 
productos que las empresas utilizan para posicionarse.  
Un acuerdo entre empresas encaminado a la asignación de mercados 
difícilmente puede traer consigo beneficios para el mercado, pues la creación 
de estructuras de producción  y distribución no obedecen a motivos de 
minimización de costos, sino de obstáculos que ellas mismas han impuesto 
para mantener el control absoluto de las zonas que les han sido designadas, 
evitando el potencial ingreso de nuevos competidores. (Cabanellas de las 
Cuevas, 2005). Dicha actitud permite que las empresas integrantes actúen 
como monopolistas dentro del área que les fue atribuida, pudiendo de esta 
forma imponer precios altos y limitando la producción de bienes y servicios. 
El que dos o más competidores se pongan de acuerdo para compartir un 
mismo mercado trae consigo consecuencias como: 
1. Eliminación de incentivos propios de la competencia. 
2. Alza controlada de los precios. 
3. Multiplicación de los costos. 
4. Falta de complementación inter empresaria. 
5. Atomización antieconómica de las unidades productivas. 
6. Desintegración de los procesos de fabricación. 
7. Perdida de economía de escala. 
 
1.1.4. La aplicación a terceros contratantes de condiciones 
desiguales para prestaciones equivalentes, ocasionándoles 
con ello una desventaja competitiva frente a otros 
competidores. 
 
Este tipo de acuerdos son considerados como aquellos que discriminan a 
ciertos contratantes para la adquisición de un determinado producto, tal es el 
caso de dos empresas distribuidoras farmacéuticas que tengan a un proveedor 
en común, pero que éste le otorgue a una de ellas mejores descuentos que a la 
otra, lo cual le ocasiona a una de ellas mayores beneficios, aún cuando la 
prestación haya sido la misma.  
 
1.1.5. La subordinación de la celebración de contratos a la 
aceptación, por los terceros contratantes, de prestaciones 
suplementarias que, por su naturaleza o según los usos de 
comercio, no guarden relación con el objeto de tales contratos.  
 
Este tipo de acuerdos son comúnmente conocidos como los ´´tying 
agremments´´, en donde las empresas ocupan mecanismos de 
condicionamiento que obliguen al consumidor a adquirir productos que no 
querían, es decir, que atan bienes y servicios que han bajado su demanda a 
otros que si están teniendo auge en el mercado, tal es el caso de empresas de 
telecomunicaciones que quieren vender el servicio de internet, pero que para 
poder hacerlo condicionan su oferta junto con línea fija de teléfono.  
Los tipos de conductas anteriormente expuestos son regulados en la 
legislación nicaragüense bajo el artículo 19 incisos c) y f), de conductas que se 
dan entre agentes económicos no competidores y que literalmente dicen: 
´´La venta de un bien condicionado a la adquisición de otro o a la utilización de 
un servicio, o a la prestación de un servicio condicionado a la utilización de otro 
o la adquisición de un bien.´´ 
 
´´La aplicación de condiciones desiguales para prestaciones equivalentes, que 
coloquen a unos competidores en situación de desventaja frente a otro.´´  
 
2. Supuestos de Colusión Horizontal en el ordenamiento jurídico 
nicaragüense. 
 
Hasta el año 2006 Nicaragua, no contaba con una normativa especializada en 
materia de competencia,  fue hasta en junio del año del 2007 que entro en 
vigencia la ley 601, Ley de Promoción de la Competencia que tiene como 
objetivo el promover y tutelar la libre competencia entre los agentes 
económicos, para garantizar la eficiencia del mercado y el bienestar de los 
consumidores, mediante el fomento de la cultura de competencia, la 
prevención, la prohibición y sanción de prácticas anticompetitivas (artículo 1 de 
la ley 601). 
La ley de Promoción de la Competencia pretende regular las conductas 
monopólicas que tengan las empresas dentro de un determinado sector 
económico, evitando que se produzca una ineficiencia en el funcionamiento del 
mercado que afecte indirectamente a los consumidores.  
La importancia de esta ley radica en el fomento de mayor inversión técnica,  
crecimiento del dinamismo y mayor eficiencia de los productos en cuanto a 
utilidades y costos. 
El alcance de esta ley es territorial, se centra en las prácticas que se produzcan 
dentro del suelo nicaragüense y de aquellas que hayan sido efectuadas en el 
extranjero pero que tenga resultados negativos en el mercado nacional. 
Las prácticas que están sujetas a regulación por esta ley serán todos aquellos 
acuerdos que se den entre agentes competidores o no competidores y que 
tengan como principal objetivo el restringir, impedir y limitar la libre 
competencia en el mercado. El análisis de esta monografía se centra en los 
acuerdos colusorios que se efectúan entre agentes competidores. 
 
De esta forma el artículo 18 de la Ley 601 establece que quedan prohibidos los 
convenios que se den entre agentes económicos, sean estos expresos o 
tácitos, escritos o verbales, cuando: 
 
a) Fijen, concentren, eleven o manipulen el precio u otras condiciones 
de venta o compra de bienes o servicios bajo cualquier forma; al 
que son ofrecidos o demandados en los mercados, o intercambiar 
información con el mismo objeto o efecto;2 
 
Nuestra ley ha seguido los lineamientos del derecho comparado al incluir esta 
cláusula prohibitiva como una conducta restrictiva a la competencia.  
 
A como bien se ha estudiado, la fijación de precios constituye una de las 
prácticas más dañinas para la economía y el interés general de los 
consumidores, el que dos fabricantes se pongan de acuerdo para fijar el valor 
que le darán a sus productos trae consigo un total quebrantamiento de la 
independencia de actuaciones que deben tener los agentes económicos.  
 
Debe recordarse que este tipo de prácticas sucede  constantemente en los 
mercados que tienen economías pequeñas, en donde no existe multiplicidad de 
empresas que puedan ofrecer el mismo bien o servicio y que las pocas que se 
encuentran en posición competitiva, decidan abandonarla, para coludirse con 
las otras y lograr así mayores beneficios.  
Nicaragua puede ser considerada un país oportuno para desempeñar este tipo 
de acuerdos, ya que en base a un estudio preliminar de 14 mercados 
pertenecientes la mayoría a la canasta básica, realizado por el Instituto de 
                                                            
2 En nuestro ordenamiento jurídico la realización de esta práctica además de la sanción administrativa 
aplicada por PROCOMPETENCIA al agente económico infractor, puede ser concebida bajos las normas 
penales como un delito, ya que nuestro Código en su artículo 266, 268 y 273 plantea que podrá 
sancionársele con multas e incluso aplicársele penas privativas de libertad a todo aquel que realice 
manipulación de los precios, agiotaje o restrinja la libre competencia. 
Promoción de la Competencia, se demuestra que hay un bajo nivel de rivalidad 
entre empresas, debido a la inexistencia de una cultura de competencia en el 
país. 
Es de suponerse que nuestros legisladores habían considerado y valorado 
previamente este tipo de conductas que se presentan en nuestro mercado y 
por tal razón se hizo necesaria la  promulgación de una ley de promoción de la 
competencia, que ayudase a regular las prácticas que los agentes económicos 
han venido efectuando durante muchos años.  
 Particularmente el inciso a) del articulo 18 presenta elementos aclarativos del 
supuesto de conducta de fijación de precios, ya que en ella se incluyen 
elementos como elevar, concentrar o manipular, que permiten un mayor 
entendimiento sobre la amplitud de actuaciones que pueden ser reguladas bajo 
esta ley.  
De igual forma en este inciso no solamente se prohíben los acuerdos que fijen 
los precios, sino también a todas aquellas condiciones de compra o venta de 
bienes y servicios que las empresas quieran acordar a través de cláusulas 
contractuales en donde se fijen los plazos, las duraciones de los créditos, las 
responsabilidades que deben asumir  y otras que se relacionen con la 
transacción de imponer los precios.  
Un elemento importante y novedoso que incluye nuestra ley en el mismo inciso 
a) del artículo 18, es el intercambio de información que se pueda dar entre las 
empresas con el objeto o efecto de fijar los precios, aquí se evidencia el grado 
de protección que el legislador quiere dar a la actividad competitiva, ya que no 
encierra solamente la posibilidad de haberse puesto de acuerdo para fijarlo, 
sino también de haber proporcionado datos a las demás empresas que les 
permita conocer los costos de operación y en base a ellos ajustarlos para 
imponer un precio en común, aunque este no se haya dado de forma expresa.  
Imagínese el caso de Coca Cola y Pepsi, en donde la primera empresa le 
facilita a la otra información sobre sus insumos y el margen de utilidad que ésta 
ocupa para ofertar sus productos, si Pepsi decide ajustarse a esos parámetros 
e imponer conjuntamente un precio fijo para todas las bebidas gaseosas, 
estarían incurriendo en este supuesto de practica anticompetitiva.   
 
b) Dividan, distribuyan, asignen o impongan porciones o segmentos 
de un mercado actual o potencial de bienes y servicios, mediante 
clientela, vendedores, proveedores, por tipo de productos 
vendidos, tiempos o espacios determinados o determinables; o por 
cualquier otro medio. 
 
El tipo de conducta expuesto ampliamente por nuestros legisladores en el 
inciso b) del artículo18 es conocido en la doctrina internacional como práctica 
de repartición de mercado, en donde se engloban la repartición de grupos de 
consumidores, proveedores y productos fabricados que realizan las empresas 
para tener el dominio en determinadas zonas. 
El elemento central necesario para el análisis de esta conducta, es la 
repartición que de forma horizontal se dé en el mercado, es decir, que se 
produzca entre agentes económicos que compitan en el mismo nivel o cadena 
de producción y distribución. Entiéndase que al momento de dividir los distintos 
segmentos que constituyen el mercado, se elimina cualquier posibilidad  de 
competencia. 
Dentro del inciso estudiado se evidencia la preocupación que ha tenido  el 
legislador por abarcar dentro de la prohibición a aquellos mercados que se 
encuentran ya posicionados y por aquellos que no han sido explotados dentro 
del territorio nacional, pues su objetivo es impedir a toda costa que se dé una 
repartición de él. 
Las empresas han utilizado este mecanismo para poseer el dominio total de los 
sectores a ellas asignados, en este tipo de supuestos se dice que las empresas 
actúan como verdaderas monopolistas que ostenta el poder de imponer 
precios, bajar la producción y vender productos de calidades inferiores, debido 
a que no tienen a ningún otro competidor dentro de su zona geográfica. 
Cabe señalar que los acuerdos de localización pueden ser uno de los 
elementos que motive a las empresas a distribuirse el mercado, ya que al estar 
los centros de operaciones de las empresas alejados uno de otro, fomentarán a 
la decisión de las empresas de asignarse cada una un territorio, para impedir 
que otros competidores aparezcan. (Cabanellas de las Cuevas, 2005)  
Un ejemplo de repartición de mercado que podría darse en Nicaragua es que 
dos industrias del sector azucarero se pongan de acuerdo para abarcar una de 
ellas las zonas de León y Chinandega y la otra las de Granada y Rivas, en este 
caso cada una tendría el dominio absoluto del mercado en el que ofertaran sus 
productos, limitando así la libertad de elección del consumidor e impidiendo  
que otras empresas entren a competir. 
Dentro de los acuerdos para repartición del mercado, pueden incluirse 
cláusulas de multas que serán aplicadas a aquellas empresas que invadan la 
zona de la otra, así mismo podrá pactarse que se realicen indemnizaciones 
cuando una le ha quitado parte de la clientela asignada a otra.  
Como es evidente el repartirse el mercado constituye una de las conductas 
más lucrativas para las empresas que integran el pacto, pero que produce 
efectos negativos respecto de la economía y el interés social.   
c) Celebren acuerdos para eliminar a otras empresas del mercado o 
limitar el acceso al mismo por parte de otras firmas desde su 
posición de compradores o vendedores de productos 
determinados. 
 
Este supuesto abarca de manera general las consecuencias que pueden traer 
las conductas de repartición de mercado y fijación de precios, ya que en ellas el 
propósito que tiene cada una de las empresas es poseer el poder de mercado, 
para sacar de la competencia a los actuales y potenciales competidores. 
En el caso de los acuerdos de fijación de precios horizontales, las empresas 
pueden coludirse para sacar del mercado a un competidor, fijando precios 
máximos para todos sus productos, lo que significaría un obstáculo para el 
agente que realmente este respetando una conducta competitiva y que no haya 
querido coludirse, ya que le resultaría imposible ajustarse a los  precios que las 
empresas coludidas han ofertado.  
Otro ejemplo sobre la fijación de precios en el mercado que impida la entrada 
de nuevos competidores es que las dos medios de comunicación escrito más 
importantes del país acuerden por medio de un contrato estipular un precio fijo 
para la venta de cada uno de ellos, impidiendo de tal forma que otros 
periódicos entren en el juego de la competencia.  
Es importante señalar en este inciso que una de las finalidades que buscan 
tener los acuerdos de repartición de mercados es impedir la entrada de 
potenciales competidores, ya que al destinar un territorio o clientela especifica, 
se pretende que las empresas estén protegidas contra la competencia de 
terceros. Cuando las empresas se reparten los mercados, difícilmente habrá 
cabida para otra que quiera competir, pues esto le ocasionaría perdidas a las 
empresas. 
Los agentes económicos podrán buscar diversas estrategias que los ayude a 
sacar a otros del mercado, pero bajo esta cláusula cualquier conducta que 













d) Fijen o limiten cantidades de producción; estableciendo la 
obligación de no producir, procesar, distribuir, comercializar sino 
solamente una cantidad restringida o limitada de bienes o la 
prestación de un número, volumen o frecuencia restringidos o 
limitados de servicios;3 
 
Para realizar un análisis sobre este supuesto de conducta se deberá tomar en 
cuenta que en economía la limitación que se haga de la elaboración de un 
producto podrá darse dentro de las distintas etapas productivas y de 
distribución que tengan las empresas.  
Como podemos ver nuestros legisladores han tomado en consideración estas 
etapas, ya que han expuesto muy específicamente los supuestos de conductas 
que limiten la producción, distribución y comercialización de los bienes y 
servicios.  
A como ya expusimos anteriormente en el análisis de la doctrina internacional, 
la realización de este tipo práctica tiene como principal consecuencia el alza de 
precios en los productos, ya que al limitar los volúmenes de producción se 
logra crear un ambiente de escasez en el mercado que permite a las empresas 
imponer el precio que deseen, así como ofertar productos de calidades 
regulares. 
Al fijar el nivel de producción las empresas eliminan cualquier posibilidad de 
elección de los consumidores, ya que estos tendrán que ajustarse al precio y a 
las condiciones de calidad en que sean ofertados los bienes y servicios. 
 
 
                                                            
3 3 Este tipo de conducta será conocida como desabastecimiento en el ámbito penal y estará regulada 
bajo el artículo 269. Aquí, se sancionará con trescientos a seiscientos días multas y prisión de uno a tres 
años a todo aquel que por obtener un beneficio provoque un desabastecimiento total o parcial o una 
situación de escasez. Cabe señalar que la pena podrá ser más alta cuando se trate de servicios públicos, 
productos alimenticios, medicinas o cualquier otro artículo básico de primera necesidad. Este mismo 
supuesto se encuentra prohibido y sancionado también  en el  artículo 273 del mismo código, que 
incluye específicamente a las practicas horizontales reguladas en el artículo 18 de la ley 601. 
La limitación de la producción tendrá estrecha relación con las conductas de 
fijación de precios y repartición de mercado, pues el control de la producción 
podrá ser consecuencia de las dos primeras, así como causa principal, en la 
que dichas conductas deberán ser catalogadas restrictivas de la competencia.  
Un dato interesante que ha aportado la doctrina internacional sobre esta 
práctica es que puede existir una justificación razonable que permita la 
limitación de la producción, dicha justificación se basará en las estrategias que 
han decidido emplear las empresas para controlar la sobrecapacidad o 
excedente de producción que exista en el mercado. Tal supuesto no ha sido 
adoptado por nuestra legislación, ya que en ninguno de los artículos de la ley 
se plantea la excepción, a la regla de no limitar la producción en cualquiera de 
las etapas. 
Un ejemplo que puede basarse en el supuesto de limitación de la producción 
es que un conjunto de productores de frijoles nicaragüenses acuerden por 
medio de contrato reducir los volúmenes de producción por un tiempo 
determinado para que estos logren elevar los precios y conseguir mayores 
beneficios, ya que sus costos variables se reducirán y el nivel de ganancia 
aumentará. 
 
a) Establezcan, acuerden o coordinen posturas fijando, absteniendo o 
limitando los precios en subastas o en cualquier otra forma de 
licitación de conformidad con la ley de la materia, a excepción de la 
oferta presentada conjuntamente por agentes económicos que 
claramente sea identificada como tal en el documento presentado 
por los oferentes. 
 
Las licitaciones o subastas constituyen un elemento significativo en la 
economía, ya que a través de ellas la administración pública logrará adquirir 
bienes, servicios y realizar obras que le permitirán ejercer sus funciones.  
 
Según el profesor Juan Bautista Arríen (2009, P. 172) citando a González 
Iglesias en el caso de la Administración Pública nos dice que es muy frecuente 
que estas instituciones no encuentren en su ámbito los bienes, servicios y 
organizaciones indispensables para la ejecución de sus objetivos, situación que 
las  obliga a contratar con oferentes que les ayuden a satisfacer sus 
necesidades.  
La administración Pública actuará a través de sus entes como un consumidor 
más, en el que tendrá la opción de elegir la mejor propuesta de precios, 
calidad, y tiempo de entrega, buscando siempre conseguir las mejores 
condiciones.  
Como podemos ver este tipo de contrataciones que realiza la Administración 
Pública no podían quedar fuera del ámbito de regulación de la ley de 
promoción de la competencia, ya que estos contratos abren puertas a las 
empresas oferentes que deseen coludirse fijando los precios, repartiéndose los 
puntos de las licitaciones o eligiendo quienes serán los oferentes que van a 
simular una competencia. 
Al respecto el profesor Orúe Cruz (2008, P. 132) plantea los siguientes 
supuestos de acuerdos colusorios que pueden ser efectuados entre las partes 
licitantes: 
9 Para determinar quien ofrecerá la oferta más baja. 
9 Para presentar ofertas idénticas. 
9 Para presentar ofertas infladas. 
9 Para no pujar uno contra otro. 
9 Para crear normas comunes que les ayuden a calcular los precios de 
oferta. 
9 Para dejar fuera a licitantes independientes y demás que obstaculicen la 
libertad de competencia. 
En base a los tipos de acuerdos previamente expuestos  Jiménez Latorre & 
Coronado Saleh (2009) en su análisis económico de la colusión en mercados 
de subastas, nos muestran los patrones típicos de conducta que tienen las 
empresas oferentes en una subasta. Dichos patrones han sido enumerados por 
la división antimonopólica del departamento de justicia norteamericano y 
pueden ajustarse perfectamente a los comportamientos seguidos por los 
aferentes nicaragüenses, los modelos planteados son los siguientes: 
1) El que una misma empresa gane siempre la licitación y que la oferta de 
las demás sea irrelevante, puede ser un indicio típico de colusión entre 
ellas, ya que las demás le brindan la oportunidad a una de las empresas, 
la cual deberá pagar posteriormente una compensación a las otras.  
2) Las empresas participes de la colusión rotan la adjudicación de 
licitaciones, todas participan en las licitaciones pero se intercalan los 
momentos de ganar en las licitaciones.  
3) La disminución habitual de oferentes puede ser un indicador de colusión, 
ya que las empresas se han puesto de acuerdo para dejar de competir y 
abrirle el camino a una sola, que luego tenga que dividir las ganancias.  
Como podemos ver estos patrones seguidos por las empresas son 
consecuencia de los acuerdos que estas han fijado con el objetivo de eliminar 
la competencia entre ellas, los oferentes prefieren repartirse sus dividendos 
antes de actuar con independencia y cumplir realmente con el objetivo de las 
licitaciones, que es el de ofrecer mejores productos a precios más bajos.   
Imagínese el caso en el que las dos únicas empresas del sector de industrias 
graficas existentes en Nicaragua, acuerden repartirse los 6 lotes que el 
Ministerio de Educación ha abierto para la realización de textos básicos de 
niños de primaria.  
Las empresas han acordado previamente que una solo de ellas asistirá a los 
tres primeros y la otra a los demás, haciéndose el señalamiento aquí de que los 
precios que estas empresas impongan en la licitación tendrán niveles altos, ya 
que ambas actuaran como únicos oferentes. Es notorio que estas prácticas 
solo traerán consecuencias adversas al bienestar económico y social, ya que el 
Estado a través del Ministerio de Educación tendrá que pagar precios 
exagerados por la actitud anticompetitiva adoptada por estas empresas. 
Cabe señalar que nuestra ley en materia de licitaciones colusorias si hace la 
salvedad de permitir la oferta conjunta en licitaciones cuando en el documento 
de oferta presentado por las empresas se indique su actuación conjunta, es de 
suponerse que dicha excepción deberá interpretarse con fines competitivos, 
que beneficien a las entidades Administrativas Públicas.  
El actuar de las empresas conjuntamente deberá responder a motivos de 
eficiencia, capacidad y mayor calidad de los productos y servicios ofrecidos por 
las empresas, de lo contrario dicha actuación deberá ser sancionada por las 
normas reguladoras de la competencia y en el caso de Nicaragua por el 
artículo 273 del Código Penal. 
Es importante mencionar que, de las prácticas horizontales anteriormente 
analizadas, el reglamento de nuestra ley en su artículo 20 hace un aporte 
importante para la detección de estas prácticas a través de indicios que pueden 
presentarse en el mercado, dentro de los cuales tenemos: 
1. La existencia de una correlación objetiva, continuada e importante en los 
precios de dos o más competidores, durante un período de tiempo continuo; y 
que no pueda ser atribuido a variaciones en los precios de los factores de 
producción. 
2. Los mecanismos de fiscalización o control de la conducta de los demás 
participantes en el acuerdo, o práctica anticompetitiva. 
3. La valoración del número de supuestos infractores. 
4. Las facultades que les confiere a los agentes económicos una habilitación 
legal o administrativa, pero que debido a su mala utilización se deriven en una 
práctica presuntamente anticompetitiva. 
5.  El comportamiento del mercado, que no pueda ser explicado 
razonablemente a menos que se haya incurrido en una de los supuestos de 
conductas horizontales. 
6. Las reuniones y/u otras formas de comunicación que hayan sostenido los 
agentes económicos. 
7. Las instrucciones o recomendaciones de gremios o asociaciones a sus 
agremiados, que pudieren tener el objeto o efecto de impedir, restringir o limitar 
que sus miembros puedan actuar libremente en el mercado. 
8. El precio de venta ofrecido en el territorio nacional por dos o más 
competidores de bienes o servicios, susceptibles de intercambiarse 
internacionalmente, sean razonable y sensiblemente superiores o inferiores a 
su referente internacional. 
9. En el caso de licitaciones públicas, actuar con negligencia evidente en la 
presentación de ofertas que favorezca a uno de los agentes; presentar ofertas 
inusualmente similares o sin fundamento económico; o que de las 
circunstancias del caso se deduzca la existencia de un patrón atípico de 
precios, de ofertas ganadoras, asignación geográfica o de clientela entre las 
ofertas presentadas. 
De los indicios o criterios anteriormente expuestos, se puede apreciar que en el 
reglamento, existe una valoración específica para cada acuerdo horizontal que 
se produzca entre las empresas que limiten, restrinjan e impidan la 
competencia. Dichos criterios ayudarán a la agencia de competencia 
nicaragüense a aplicar la sanción correspondiente a cada una de estas 
prácticas horizontales.  
Se ha podido apreciar que, la ley de competencia incluye en su regulación tres 
de los supuestos de prácticas más relevantes que han sido expuestos por la 
doctrina internacional, dentro de ellos se encuentra la fijación de precios, la 
repartición de mercado y la limitación de la producción, así mismo regula 
también las conductas que pretendan sacar del mercado a competidores y los 
acuerdos que se den en las licitaciones.   
Las primeras tres conductas tipificadas en nuestra ley, constituyen una de las 
prácticas más nocivas para la libertad de competencia, ya que en legislaciones 
como la estadounidense estarán prohibidas per se, es decir, que serán 
absolutamente prohibidas, porque indudablemente producen consecuencias 
anticompetitivas en el mercado y la justificación que quiera dársele a este tipo 
de conducta será nula.  
En el caso de la legislación nicaragüense, estas conductas en principio son 
restrictivas de la competencia, pero cuando se presenten conductas de fijación 
de precios, repartición de mercado y limitación de la producción que de una u 
otra forma logren crear beneficios para la economía y los consumidores se 
tendrá que analizar detalladamente caso por caso, justificando esta acción  en 
base al artículo veintidós del reglamento. 
La conducta establecida en el inciso c) del artículo 18, puede ser considerada 
como una repetición de las finalidades que tienen los acuerdos de repartición 
de mercado y de fijación de precios, ya que ellos pretenden anular la entrada 
de nuevos y potenciales competidores, así como la eliminación total de ellos en 
el mercado.  
Es importante mencionar que para la debida aplicabilidad de las conductas 
contempladas en los incisos del mismo artículo 18, se tendrá que tomar en 
cuenta primeramente la prohibición general expuesta en el artículo 17, ya que 
en ella se establecen los distintos modelos de acuerdos por medio de los 
cuales se ejecuta la conducta. Los supuestos horizontales podrán tener más 
sentido si se interpretan conjuntamente con la prohibición general.  
Al respecto, un dato importante que puede ser analizado en este tipo de 
prohibición general es que a diferencia de las prohibición española y de la 
unión europea, en nuestra ley solamente se hace referencia al objeto de la 
prohibición y no al efecto como lo hacen los dos sistemas mencionados.  
El objeto de la  prohibición general contenida en el artículo 17, hace suponer 
que nuestra legislación solamente regulará a aquellas prácticas que hayan 
tenido la intención de eliminar la competencia y no a aquellas que sin tener ese 
objetivo hayan causado efectos negativos. Es importante que los legisladores 
presten mayor atención a este tipo de supuesto y logren así incluir dentro de la 
prohibición general los efectos que se puedan dar de la interacción que haya 
entre las empresas.  
 
 
Una vez ya expuesto el tema sobre las prácticas horizontales podemos 
apreciar la importancia de tener una ley de promoción de la competencia que 
ayude a regular las conductas de los agentes económicos en los mercados, 
impidiendo que éstos acuerden prácticas que vayan en contra de la eficiencia 
económica y el interés general. Debe de dejarse muy claro en este estudio que 
la finalidad que busca el derecho de la competencia es mantener una 
estabilidad económica, en donde las empresas adopten un comportamiento 


























1. En términos generales la competencia es la libertad  que tienen los 
agentes económicos de ofrecer y dirigir sus productos a determinados 
sectores de la sociedad, implementando tácticas económicas que 
atraigan al consumidor final. 
 
2. Velar por el orden concurrencial no falseado y el buen funcionamiento 
del mercado, en el cual se sancionará toda conducta que perjudique a la 
competencia, brindando así seguridad jurídica a  todo agente económico 
que quiera competir en el mercado. 
 
 
3. La colusión horizontal al ser una de las prácticas más dañinas de la libre 
competencia, quebranta todo sistema de dinamismo, competencia y 
eficiencia en los mercados elevando los precios, produciendo escasez y 
ofertando productos de baja calidad. 
 
4. Como consecuencia de estas prácticas anticompetitivas, el poder de 
adquisición de los consumidores se ve limitado obligándolos a pagar por 
productos de baja calidad. 
 
 
5. La repartición de mercados, la fijación de precios y la limitación de la 
producción son las prácticas más frecuentes que se presentan en el 
mercado a través de acuerdos entre agentes económicos competidores 






 RECOMENDACIONES  
 
 
1. La prohibición general debería contemplar no solamente el objeto 
sino también los efectos producidos por la interacción entre las 
empresas  
 
2. Debe precisarse con mayor claridad la trascendencia jurídica de la 
ley, puesto que ésta taxativamente no establece que se trata de una 
norma jurídica de orden público.  
 
3. Promover la divulgación de la Ley de Competencia, de manera que 
los agentes económicos y el consumidor final se enteren de la 
regulación que esta realiza en torno a la libre competencia.  
 
4. Dotar al Instituto Nacional de Promoción de la Competencia de un 
mayor poder de investigación y coordinación con las demás 
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